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RESUMEN 

Por su parte, bajo el titulo Homicidio de mujeres entendido como expresion de la 

demagogia sancionadora, valoraciones sociales y actuaciones gubernamentales ante 

la maltrato en Puno - 2025, este trabajo investiga de que forma el punitivismo populista 

configura la apreciacion colectiva respecto a la capacidad del Estado para enfrentar 

el asesinato por género, considerando un escenario juridico peruano donde el rigor 

penal y la desconfianza hacia las instituciones constituyen rasgos predominantes. 

Visto lo anterior, metodologicamente, se adopto un paradigma cuantitativo con 

alcance descriptivo, naturaleza basica y entramado no experimental de corte 

transversal, empleando un cuestionario cuya fiabilidad alcanzo un Alfa de Cronbach 

equivalente a 0.966, indicador de elevada consistencia interna. Más aún, participaron 

84 sujetos, entre abogados, funcionarios judiciales y habitantes de la provincia 

punena. Los hallazgos senalan que mas del 80% de quienes respondieron vincula la 

dureza de las sanciones con la efectividad público, y estima que las estrategias 

comunicacionales centradas en el sanción producen credibilidad y sensibilizacion.Es 

importante resaltar que estas valoraciones confirman las hipótesis planteadas, 

mostrando que la demagogia sancionadora tiene un impacto importante en la 

legitimación simbólica del sistema penal, pero no garantizan resultados concretos en 

la disminución de feminicidios. En fin, la reacción del Estado sigue siendo 

mayoritariamente represiva, más basada en narrativas mediáticas que en 

mecanismos preventivos o restaurativos. 

Palabras claves: populismo punitivo, feminicidio, política criminal, percepción 

ciudadana, justicia penal. 
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ABSTRACT 

In this sense, Feminicide as an Expression of Punitive Demagoguery, Collective 

Evaluations, and Government Actions on Violence in Puno - 2025 analyses the impact 

of the sanctioning of populism on the public’s perception of the state’s ability to address 

feminicide in a Peruvian legal context characterised by growing penal severity and 

weakening institutional trust. Llama la atención que the research design used was 

quantitative paradigm with descriptive scope, basic orientation and non-experimental 

cross-sectional architecture. The instrument used was a questionnaire with a 

Cronbach Alpha value of 0.966, which shows that the questionnaire has good internal 

consistency.As can be seen, the participation pool was 84 individuals selected from 

legal practitioners, court functionaries and residents of the Puno province. Resulta 

interesante que the results suggest that more than 80% of the respondents connect 

harsher sentencing with better state performance and believe that government 

communication campaigns that focus on rigors sanctions increase public trust and 

awareness. The results support the hypotheses that punitive demagoguery has a 

significant impact on the symbolic status of the criminal system, without producing any 

real reduction in the number of feminicides.On the other hand, the conclusion from a 

juridical point of view is that the behaviour of the government is still mostly repressive 

based on media stories rather than prevention or restoration. It is recommended that 

Peruvian delictivo strategy be reoriented to a holistic gender-justice framework, 

reinforcing professional development within institutions and implementing 

communication initiatives based on essential rights and community-based prevention. 

Key words: punitive populism, feminicide, criminal policy, public perception, 

criminal justice.  
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INTRODUCCIÓN 

Es preciso indicar que el homicidio de mujeres se ha posicionado entre las 

problematicas comunitarios y legales de mayor gravedad en el Peru actual. Es que 

transgrede frontalmente la vida, la integridad y la dignidad femenina, al tiempo que 

desnuda las carencias del aparato penal en sus funciones de profilaxis y sanción. 

Vale la pena anotar que en la meseta altiplanica de Puno, donde confluyen 

condiciones de inequidad esencial, precariedad economica y limitada presencia 

gubernamental, los episodios de homicidio de mujeres cobran particular 

trascendencia tanto por su recurrencia como por la insuficiencia de salvaguardas 

tempranas y la fragil actuacion institucional ante la agresion sexista. 

Hay que precisar que pese a las modificaciones normativas promovidas en los ultimos 

diez anos, encaminadas a recrudecer las sanciones y consolidar el sanción, subsisten 

deficiencias en la ejecucion de politicas publicas eficaces, generando una apreciacion 

colectiva que equipara la severidad con la justicia. 

Conviene puntualizar que en este contexto, emerge el fenómeno del demagogia 

política sancionatorio, entendido como la tendencia del Estado a responder a la 

demanda social de seguridad mediante el incremento de sanciones penales y la 

difusión de discursos mediáticos de castigo. Se trata de un modelo más simbólico que 

funcional. Su objetivo es generar confianza en la población mediante el 

endurecimiento normativo y de campañas comunicacionales que exalten la autoridad 

penal, aunque su impacto real sobre la disminución del asesinato por género sea 

limitado. 
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De este modo, el problema central de la investigación está en la diferencia entre la 

eficacia normativa y la eficacia material del sistema penal peruano, evidenciada en la 

permanencia del homicidio de mujeres a pesar del endurecimiento legal. 

Desde esta perspectiva, a partir de ello, la indagación plantea como hipótesis general 

que el demagogia política penal influye significativamente en la visión ciudadana 

sobre la eficacia público frente al homicidio de mujeres en la provincia de Puno 

durante el año 2025. El objetivo ordinario es determinar cómo el demagogia política 

punitivo incide en la valoración ciudadana respecto a las respuestas estatales ante la 

maltrato de género. En cambio, los objetivos específicos se orientan a identificar la 

relación entre las políticas públicas punitivas y la seguridad percibida de las mujeres, 

y determinar el impacto de las estrategias comunicacionales gubernamentales en la 

sensibilización comunitario frente al homicidio de mujeres. 

Se debe notar que el Capitulo I despliega la formulacion del problema, situando la 

dimension del homicidio de mujeres en Puno, el recorrido normativo de las directrices 

penales y las tensiones existentes entre profilaxis y represion. Se examinan las 

contribuciones de Garland (2021), Zaffaroni (2022) y Baratta (2021), autores que 

alertan sobre como la ampliacion del derecho penal en calidad de instrumento politico 

asegura una justicia mas ceremonial que transformadora. 

En ese marco, el Capitulo II desarrolla el sustento teorico, apoyado en la doctrina 

penal vigente y en analisis comparativos sobre punitivismo populista, equidad de 

genero en la justicia y lineamiento sancionatorio. De igual forma, se plantean las 

hipotesis y propositos rectores del investigación, fundamentando su pertinencia en los 

planos juridico, colectivo y academico. 
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En tal sentido, el Capitulo III presenta el procedimiento metodologico utilizado, 

asentado en un paradigma cuantitativo con alcance descriptivo, indole basica y 

arquitectura no experimental de corte transversal, aplicado sobre 84 participantes que 

incluyeron abogados, operadores jurisdiccionales y habitantes de Puno. Por ultimo, el 

Capitulo V formula conclusiones y sugerencias, sosteniendo que la estrategia penal 

peruana necesita migrar desde un esquema retributivo hacia otro preventivo y 

restaurativo, sustentado en educacion, igualdad y acceso real a la justicia. 

En suma, el Capitulo IV presenta los hallazgos junto con su analisis juridico, 

resaltando que la mayoria de encuestados asocia el rigor sancionatorio con la eficacia 

público y la credibilidad institucional. En suma, esto pone de manifiesto la 

predominancia del punitivismo populista como dispositivo de legitimacion politica y 

social. La herramienta de acopio informativo, configurada con escala dicotomica, fue 

validada a traves del coeficiente Alfa de Cronbach (a = 0.966), confirmando elevada 

solidez interna. 

Como bien se sabe, la investigacion determina que, en Puno, la actuacion estatal ante 

el feminicidio permanece esencialmente simbolica, arraigada en la difusion mediatica 

del penalidad mas que en la amparo integral de las personas víctimas, exigiendo una 

transformacion profunda de las estrategias de justicia con perspectiva de genero a 

escala nacional. 
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CAPÍTULO I 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  

 

1.1. Exposición de la situación problemática 

A propósito de ello, a escala mundial, la agresión sexista mortal, 

expresion extrema del dominio patriarcal y de la fractura medular en los 

aparatos de justicia, se configura como una crisis que trasciende limites 

nacionales: conforme a Yanez (2025), aproximadamente 89000 féminas y 

ninas perecieron por motivos de genero, y la mitad de tales homicidios tuvo 

lugar dentro del entorno domestico. 

En este punto, este panorama planetario evidencia que, aun cuando 

numerosos paises han incorporado marcos legales orientados a eliminar dicho 

fenomeno, la continuidad del homicidio de mujeres expone una distancia 

significativa entre la teoria juridica, los parametros internacionales de garantias 

esenciales y el quehacer institucional concreto. De ahi que resulte urgente 

indagar como ciertas coerciones punitivas y valoraciones sociales se 

entrelazan con la eficacia sancionadora. 

Pues la cuestion no reside unicamente en el hecho delictivo sino 

tambien en la fragilidad de las estructuras encargadas de prevenir, castigar y 

resarcir. 
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En ese marco, ya en el ámbito nacional peruano, el problema adquiere 

matices propios, pero no menos alarmantes: el Instituto Nacional de Estadística 

e Informática (INEI) reporta que en 2023 se registraron 146 supuestos de 

asesinato por género, con una tasa de aproximadamente 0.9 por cada 100000 

mujeres (Cruz et al., 2023). 

Si bien esta dinámica pone en evidencia que, pese a la tipificación 

autónoma del delito, la promulgación de la Ley N°30364 y la adopción de 

protocolos especializados, el rendimiento institucional y la capacidad de 

contestación siguen siendo insuficientes. Al mismo tiempo, incluso se señala 

que los femicidios se han duplicado en ese lapso. 

En consecuencia, el estudio de la interrelación entre dispositivos 

punitivas visibles y su ejecución real se vuelve clave para comprender la 

magnitud del problema en el país. 

Bajo esa lógica, en el ámbito local puneño, donde se agudizan las 

dificultades geográficas, culturales y de orden estructural, la situación del 

asesinato por género junto con las directrices de justicia penal configura un 

panorama todavía más intrincado. La sensación de impunidad tiende a 

reproducirse cuando el informe se demora, las pericias se retrasan, los órganos 

judiciales se saturan y las salvaguardias no alcanzan eficazmente su destino. 

Como puede notarse, en areas de alta dispersion poblacional, con 

comunidades originarias y elevados indices de informalidad, la legislacion y los 

protocolos frecuentemente no se concretan en accion inmediata, o bien 

carecen de servicios protectores adecuados (Quispe, 2023). Tal escenario 

motiva a explorar de que modo las directrices publicas represivas, la tipificacion 

del asesinato por género y la apreciacion ciudadana confluyen, y como dicha 
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convergencia repercute en la capacidad real del sistema jurisdiccional para 

confrontar esta problematica. 

En sintesis, esta investigacion resulta fundamental para proveer 

instrumentos concretos al diseno de reacciones mas comprehensivas, 

ajustadas al territorio, que aseguren no solamente sancion sino tambien 

resguardo, anticipacion y reparacion efectiva. 

1.2. Formulación del planteamiento del problema 

1.2.1. Pregunta general  

¿Cómo influye el populismo punitivo en la percepción ciudadana y las 

respuestas estatales frente a la violencia de género, particularmente el 

feminicidio, Puno 2025? 

1.2.2. Preguntas especificas  

− ¿Qué impacto tiene la implementación de políticas punitivas en la 

reducción de los feminicidios, Puno 2025? 

− ¿Cómo perciben los ciudadanos de Puno las respuestas estatales ante el 

feminicidio y las políticas de fortalecimiento del sistema judicial, Puno 

2025? 

1.3. Exposición de la justificación 

En tal sentido, la clasificacion penal aplicada al asesinato por género dentro 

del ordenamiento peruano demanda un estudio critico que trascienda la simple 

sancion. Si bien el homicidio de féminas se encuentra integrado 

autonomamente en la normativa penal peruana (articulo 108-B) y la Ley 30364 

fija un tratamiento integral frente a la agresion por razon de sexo, subsiste una 

laguna importante en la produccion academica: pocas investigaciones de 
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caracter cuantitativo correlacionan directamente la severidad regulación, la 

apreciacion colectiva y la eficacia en los procedimientos judiciales. 

Más aún, el presente análisis colma dicho vacio al proponer la medicion de la 

intensidad y orientacion del nexo entre el punitivismo populista y la intervencion 

oportuna en delitos contra la persona, especificamente feminicidio, desde una 

optica criminologica y juridica. 

Bajo esa lógica, la persistente elevacion de feminicidios, ilustrada por los 146 

casos contabilizados en 2023 segun el Instituto Nacional de Estadistica e 

Informatica (INEI), reclama acciones que superen la represion meramente 

simbolica. Este trabajo posee pertinencia practica al poder orientar a 

legisladores, operadores jurisdiccionales, servicios de asistencia especializada 

y lineamientos administrativos acerca de como compatibilizar la severidad 

regulación con la operatividad de las instituciones. 

Resulta interesante que las personas afectadas, sus familias y la sociedad 

necesitan que el dispositivo jurisdiccional penal actue con prontitud, 

especializacion, resguardo y reparacion efectivos. Sus hallazgos pueden 

encauzar la mejora de protocolos, capacitacion del personal, reubicacion de 

recursos y estrategias de comunicacion estatal, de modo que la actuacion 

frente al homicidio de mujeres resulte no solo perceptible sino genuinamente 

eficaz tanto a nivel regional como nacional. 

De hecho, tomando en cuenta lo anterior. En suma, es que las variables de 

estudio, como oportunismo punitivo, apreciación ciudadana y detención 

oportuna, no serán objeto de manipulación experimental, el diseño no 

experimental y transversal resulta el más apropiado para describir su relación 

en un momento determinado.  
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1.4. Objetivos  

1.4.1. Objetivo general  

Evaluar la relación entre el populismo punitivo, las percepciones ciudadanas y 

las respuestas estatales frente a la violencia de género, con énfasis en el 

feminicidio, Puno 2025. 

1.4.2. Objetivos específicos 

− Identificar el impacto de las políticas punitivas implementadas por el Estado 

en la percepción pública sobre la violencia de género y feminicidio, Puno 

2025. 

− Examinar las respuestas del sistema judicial y las fuerzas del orden frente a 

los feminicidios en Puno, evaluando su efectividad y la percepción 

ciudadana de las mismas, Puno 2025. 

1.5. Hipótesis  

1.5.1. Hipótesis general  

De hecho, el demagogia política punitivo tiene una influencia significativa en la 

visión poblacional del homicidio de mujeres y en las respuestas públicos, 

generando una relación directa entre políticas punitivas y la efectividad en la 

prevención de la violencia de género, Puno 2025. 

1.5.2. Hipótesis especificas 

− La implementación de políticas punitivas, como penas más severas, 

contribuye a una mayor percepción de seguridad en la población y a una 

reducción en la tasa de feminicidios, Puno 2025. 

− En suma, las respuestas públicos frente a los feminicidios, a través de la 

optimiza de protocolos y la capacitación de fuerzas del orden, están 
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positivamente correlacionadas con la apreciación de la ciudadanía sobre 

la justicia y la eficacia del aparato judicial, Puno 2025. 

1.5.3. Operacionalización de variables  

Tabla N° 1 

Definición operacional de variables 

VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 

1. 
Populismo 
punitivo (VI) 

1.1. Políticas 
públicas 
punitivas 

1.1.1. Incremento de penas para feminicidio 

1.1.2. Implementación de leyes más severas 
frente a la violencia de género 

1.1.3. Reformas en el sistema judicial para 
endurecer castigos 

1.2. Percepción 
ciudadana del 
populismo 
punitivo 

1.2.1. Opinión pública sobre la efectividad de 
penas más severas 

1.2.2. Creencia en que penas más duras 
previenen el feminicidio 

1.2.3. Opinión sobre el fortalecimiento del 
sistema judicial para combatir el crimen 

1.3. Estrategias 
de 
comunicación 
estatal 

1.3.1. Campañas gubernamentales sobre la 
pena de muerte o cadena perpetua 

1.3.2. Uso de medios de comunicación para 
sensibilizar sobre feminicidio y castigos 

1.3.3. Relación de los medios con la 
sensibilización pública sobre feminicidio 

2. 
Feminicidio 
(VD) 

2.1. Frecuencia 
de feminicidios 

2.1.1. Número de feminicidios registrados en el 
año 

2.1.2. Tasa de feminicidios por cada 100,000 
habitantes 

2.1.3. Tendencia de feminicidios en la última 
década 

2.2. 
Respuestas 
estatales ante 
el feminicidio 

2.2.1. Existencia de protocolos de actuación 
frente al feminicidio 

2.2.2. Capacitación de las fuerzas del orden en 
la prevención del feminicidio 

2.2.3. Políticas públicas dirigidas a la protección 
de mujeres víctimas de violencia 

2.3. Percepción 
ciudadana del 
feminicidio 

2.3.1. Opinión sobre la respuesta del Estado 
frente al feminicidio 

2.3.2. Grado de confianza en las instituciones 
judiciales para investigar feminicidios 

2.3.3. Sentimiento de inseguridad en la 
población debido al feminicidio 

Nota; se da a conocer las variables, dimensiones e indicadores del tema de estudio. 
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CAPITULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Antecedentes del Estudio 

2.1.1. A nivel internacional  

Ahora bien, en el estudio de Rivera (2024), publicado por la Universidad 

Catolica de Cuenca, se persiguio examinar la erronea hermeneutica juridica 

del femicidio dentro de la normativa ecuatoriana, poniendo en entredicho su 

configuracion como figura penal autonoma y evaluando la influencia de la 

retorica penal populista en su tipificacion. Se recurrio a un perspectiva 

correlacional-normativo que contrasto la tipicidad del femicidio y del asesinato 

frente a los principios constitucionales, identificando el modo en que la presion 

sociopolitica moldea las respuestas del legislador.Bajo esa lógica, desde esta 

óptica, los hallazgos desvelan que la aspiracion a un tipo penal independiente, 

marcada por el punitivismo, ha producido deficiencias tecnicas al vulnerar 

principios como legalidad y no discriminacion. Cabe destacar que la pena 

privativa de libertad fijada para el femicidio, entre 22 y 26 anos, coincide con la 

prevista para el asesinato. Los autores concluyen que la figura vigente carece 

del rigor necesario, y proponen que el femicidio opere como agravante del 

asesinato para que la sancion sea efectivamente mas severa e incremente la 
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disuasion.Paralelamente, se destaca la urgencia de impedir que las 

agrupaciones politicas capitalicen las crisis mediaticas para aprobar legislacion 

que, en definitiva, no asegura la reparacion integral del perjuicio ocasionado. 

De hecho, a objetivo de ello, igualmente, Tapia (2021), en su monografia 

elaborada en la Universidad Libre Seccional Barranquilla, se propuso analizar 

la Ley 1761 de 2015, a través de la cual Colombia tipifico el asesinato por 

género, a fin de valorar si dicha figura penal ha operado como instrumento real 

contra la maltrato sexista o si, por el contrario, responde a una expresion de 

demagogia sancionadora gubernamental. El abordaje metodologico 

correlacional-analitico contrasto el estructura normativo y su aplicacion 

jurisdiccional con las estadisticas de violencia letal, buscando establecer si los 

ajustes legales se correspondieron con un descenso efectivo de los 

supuestos.Más aún, la revision estadistica del periodo 2015-2023 arroja una 

tendencia preocupante: aunque la legislacion amplio la visibilidad del ilicito, los 

supuestos reportados crecieron sensiblemente, pasando de 108 en 2015 a 599 

en 2023. Simultaneamente, se registro un declive inquietante en la 

materializacion de condenas, con apenas 59 casos en 2023, cifra muy inferior 

al maximo de 282 alcanzado en 2018. Pese a los progresos, se concluye que 

la regulación represiva por si sola resulta insuficiente para erradicar la 

problematica si no se despliegan estrategias integrales y preventivas que 

aborden las raices profundas de la desigualdad. 

En este punto, la tesis presentada por Sforza (2023), artículo de la 

Revista Heterotopías (UNER - CONICET). Su finalidad fue delinear las 

características del denominado “giro penal” y analizar cómo la reconfiguración 

sancionatoria de las demandas feministas, si bien busca reconocimiento, 
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termina por lesionar los finalidades centrales del movimiento. La pesquisa se 

apoyó en una cauce correlacional-crítica al contrastar la teoría sociológica del 

oportunismo penal, que prioriza las penas expresivas y el uso electoral del 

transgresión, con la experiencia práctica de los movimientos de mujeres en 

Argentina, mediante el examen de supuestos y documentos. 

2.1.2. A nivel nacional  

En tal sentido, en el trabajo de Barboza (2025), divulgado en la 

publicacion oficial del Ilustre Colegio de Abogados ayacuchano, el proposito 

fue examinar el giro de la estrategia penal peruana hacia el recrudecimiento 

sancionatorio, demostrando que la reaccion gubernamental mas elemental 

ante el auge delictivo, incluida la agresión sexista, configura una tactica 

populista. Adicionalmente, se evidencio que las reformas legales continuas, 

especialmente el incremento de sanciones, obedecen a propaganda 

politiquera, constituyendo un recurso electoralmente provechoso por sus bajos 

costos y elevados rendimientos en terminos de voto.Por su parte, los hallazgos 

revelaron que la estrategia de endurecimiento penal no consiguio reducir los 

indicadores de criminalidad a escala nacional. En relación con ello, se aplico 

un enfoque correlacional orientado a contrastar el discurso politico con las 

finalidades autenticas de la pena, observando la hiperpenalizacion de delitos 

como el feminicidio. Finalmente, la apreciacion ciudadana sobre la 

delincuencia se moldea a partir de la informacion transmitida por los medios, 

facilitando que la sensacion de inseguridad, sea real o ficticia, se transforme 

en terreno fertil para la obtencion de reditos politicos. 

Por otro lado, en linea concordante, Yanez (2025), mediante su tesis 

desarrollada en la Universidad Catolica de Santa Maria, busco establecer si la 
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configuracion penal autonoma del asesinato por género constituye una 

expresion de punitivismo populista, analizando su armazón legal y su 

operatividad dentro del dispositivo juridico penal. Las conclusiones indican que 

la incorporacion del homicidio de féminas obedece a una estrategia permeada 

por la demagogia sancionadora, produciendo fricciones juridicas relevantes 

como la afectacion al principio de igualdad legal y la desproporcion en las 

penas.Ahora bien, complementariamente, se utilizo un enfoque correlacional 

para evaluar la congruencia regulación entre la tipificacion del homicidio de 

mujeres y los fundamentos constitucionales del Estado de Derecho. Mientras 

dicho delito pretende atender la agresion contra las féminas, la sanción fijada 

excede el rango penal de otros homicidios como el parricidio .Por ende, el 

analisis constata que. No obstante la tipificacion realizada en 2013, las cifras 

de homicidio de féminas no evidencian un descenso sostenido, alcanzando un 

tope de 170 supuestos registrados en 2023. 

Bajo esa lógica, el estudio de Suarez & Rodriguez (2022), publicado por 

la Universidad Cesar Vallejo, tuvo como proposito describir la transgresion del 

facultad a la vida femenina y examinar si la tipificacion del feminicidio posee 

fundamento propósito o si constituye una tactica de retorica penal populista 

surgida de la intensa presion mediatica y colectivo. La investigacion sostiene 

que el asesinato por género representa un flagelo colectivo persistente 

generador de incertidumbre, y que su tipificacion se explica por el punitivismo 

populista.Como bien se sabe, este persigue consenso colectivo 

instrumentalizando el temor a través de directrices restrictivas de tolerancia 

nula. Como bien se sabe, seguidamente, se implemento un enfoque 

correlacional para determinar el vinculo entre el discurso punitivista propagado 
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por los medios y la adopcion de disposiciones legislativas reactivas en el Peru, 

incluyendo una revision bibliografica de 35 articulos cientificos. Se constato que 

los medios masivos de comunicacion desempenan una funcion determinante 

al propagar el hecho punible, presionando al Estado para que adopte 

dispositivos legislativas represivas, incluso cuando no existen politicas publicas 

concebidas para erradicar dicha problematica comunitario, dejando 

desprotegidas a las féminas. 

2.1.3. A nivel local  

Resulta interesante que el análisis de N. Quispe (2023), desarrollado en 

la Universidad Privada San Carlos, tuvo como finalidad establecer la forma en 

que se efectua la hermeneutica jurisprudencial peruana respecto al asesinato 

por género, evaluando la solidez normativa y la debida fundamentacion juridica 

en el Distrito Judicial de Puno durante 2022. Si bien se demostro que la 

jurisprudencia, analizada mediante 05 fallos sobre recursos de nulidad y 01 

acuerdo plenario, posee consistencia interna robusta respaldada por un solido 

discurso argumentativo, se detecto inversamente una fragilidad considerable 

en su coherencia con los principios constitucionales y los instrumentos 

internacionales que tutelan los derechos femeninos.Dicho hallazgo suscita 

interrogantes cruciales acerca de la calidad de la actuacion gubernamental en 

Puno.Si bien tambien N. Vale señalar que para captar este fenomeno se 

empleo un perspectiva correlacional cualitativo sustentado en entrevistas a 15 

operadores jurisdiccionales, con el fin de enlazar la ejecucion de dichas 

salvaguardas con sus resultados en la tutela de las personas afectadas.  

Quispe (2023), en su tesis de la Universidad Privada San Carlos, busco 

establecer las implicancias de las salvaguardas ante el incremento del 
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homicidio de mujeres en el Distrito Judicial de Puno.Por otro lado, a partir de 

este abordaje, se concluye que, aun cuando tales mecanismos fueron 

disenados con proposito preventivo, su rendimiento se ve restringida por 

deficiencias en la implementacion y el monitoreo. Llama la atención que el 

analisis subrayo que la dilacion resulta extremadamente riesgosa. Pues una 

actuacion tardia de las autoridades brinda al victimario la posibilidad de 

aproximarse y perpetrar agresiones.Ademas, la carencia de recursos y la 

deficiente articulacion interinstitucional constituyen patrones recurrentes que 

impiden lograr el resguardo efectivo de las personas agraviadas. Esto incide 

inexorablemente en el aumento de feminicidios en Puno. 

Desde esta perspectiva, como se advierte, cruz et al. (2023), en su tesis 

de la Universidad Autonoma de Ica, tuvieron como proposito central identificar 

los elementos determinantes de la agresion intrafamiliar y su conexion con la 

comision del ilícito de feminicidio en Puno. Mediante un diseno correlacional 

interpretativo que examino 3 expedientes de feminicidio y 8 de violencia 

intrafamiliar, complementado con 10 entrevistas a abogados, se busco 

comprender la dinamica ciclica de la agresión.Si bien se identifico que la 

modalidad de agresión mas frecuente en los supuestos estudiados fue la fisica 

de alta intensidad, originada por celos, inseguridad o estado de ebriedad. Los 

hallazgos establecieron que elementos ajenos al plano juridico, como el 

emocional, el cultural (derivado del desconocimiento normativo) y el social 

(estereotipos machistas), resultan determinantes en la escalada agresiva.A 

propósito de ello, a nivel practico, la revision de expedientes de homicidio de 

mujeres en la region punena revelo que las condenas impuestas alcanzaron 

hasta lareclusion perpetua en un caso, ademas de castigos de 25 anos y 21 
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anos con 5 meses en otros, con reparaciones civiles oscilantes entre 16,000 y 

100,000 soles. 

2.2. Marco teórico  

2.3. Populismo punitivo 

Cabe destacar que cuando se habla de punitivismo populista, se alude 

a la instrumentalizacion del poder sancionador estatal -especialmente en 

materia penal y procesal- orientada a mitigar la alarma colectiva que origina el 

delito, aplacar el padecimiento de las personas afectadas o de la ciudadania y 

obtener respaldo politico, en lugar de impulsar una estrategia penal rigurosa, 

eficaz y alineada con los fundamentos del Estado de Prerrogativa. 

Hay que precisar que dentro del escenario peruano, dicho fenomeno 

guarda relacion con la reiterada aprobacion de modificaciones legislativas cuyo 

proposito es elevar castigos, limitar beneficios procesales o carcelarios y 

recrudecer la actuacion estatal, sin que ello venga acompanado 

necesariamente de estudios sobre rendimiento concreta, proporcionalidad, 

repercusion estructural o pertinencia frente al cuestión abordado. 

En tal sentido, esta logica ha sido detectada en el ordenamiento penal 

nacional: a modo de ilustracion, el articulo titulado La influencia de la 

demagogia política penal en la practica judicial' observa que los legisladores 

acuden a figuras como la reclusion perpetua o la supresion de beneficios en 

ilicitos mediaticos, expresando asi este tipo de dinamica (Quispe, 2023). 

Como bien se sabe, imaginese que, frente a un repunte de la agresión 

sexista ampliamente difundido por los medios en determinada zona del 

territorio, el Congreso aprueba una reforma que incrementa de manera 

automatica la sancion aplicable al ilícito de feminicidio, suprime determinados 
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beneficios carcelarios y refuerza la detencion preventiva sin limite temporal. Se 

debe notar que dicha disposición pretende satisfacer el reclamo colectivo de 

severidad. No obstante, la Fiscalia Provincial competente no incorporo peritos 

especializados en agresion por razon de sexo, tampoco capacito a su personal 

para la atencion de personas afectadas ni constituyo una unidad investigadora 

especializada. 

Por otro lado, asi, la disposicion termina operando mas como simbolo 

politico que como herramienta efectiva de transformacion estructural. Como 

bien se sabe, el efecto es que los reportes se acumulan, los plazos de 

investigacion se dilatan y la aplicacion de la sancion rigurosa se circunscribe a 

unos cuantos expedientes mediaticos. Desde la optica de quien padecio 

agresion y recurrio al mecanismo jurisdiccional, puede percibir atencion en el 

plano discursivo, pero experimentar frustracion ante la lentitud o la reducida 

capacidad operativa real. 

Este escenario ejemplifica de que modo el punitivismo populista, aun 

proyectando imagen de accion resuelta, puede derivar en ineficacia 

institucional que erosiona la confianza publica tanto en la regulación penal 

como en la entramado de justicia. 

Hay que precisar que el punitivismo populista colisiona con garantias 

esenciales como la protección del debido tramitación, la exigencia de legalidad 

penal, la exigencia de proporcionalidad punitiva y los compromisos 

internacionales contraidos por el Peru -entre ellos, tratados de garantias 

esenciales- que exigen sanciones penales ni arbitrarias ni desmesuradas. 

Vale señalar que cuando se adoptan modificaciones aceleradas de corte 

penal sin considerar la evidencia criminologica ni la entramado de factores 
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recurrentes en ciertos delitos, surge el peligro de producir normas simbolicas 

cuya funcion resulta mas expresiva o de espectaculo ante la sociedad que 

realmente orientada a prevenir, reinsertar o contener el ilícito con eficiencia. 

2.3.1. Políticas públicas punitivas 

En esa línea, se inscriben dentro de un esquema de políticas criminales 

que, aunque legítimas, deben ajustarse a los principios de proporcionalidad 

penal, debido proceso, efectividad institucional y respeto a los facultades 

humanos. Por ejemplo, la Ley N.º 30364 establece una visión integral de la 

violencia por razón de sexo, incorporando medidas de prevención, protección 

y reparación (Cruz et al., 2023). 

A propósito de ello, en la práctica jurídica y procesal esto implica que, 

frente a delitos graves las políticas públicas punitivas pueden inclinar al sistema 

hacia un perspectiva de “penalidad visible” para la opinión pública. 

Conviene apuntar que esto exige que las víctimas denuncien, las 

entidades investiguen y los juzgados resuelvan con rendimiento. Aquí entra en 

juego la rendimiento institucional: si la fiscalía no cuenta con unidades 

especializadas, peritajes rápidos, defensoría eficiente para afectadas, y los 

juzgados no dictan sentencias conformes al principio de celeridad, la política 

sancionatoria puede resultar solo simbólica. 

Tal debilidad operativa ha sido señalada en el Perú: “Más que 

incrementar las penas es mejor aplicar políticas públicas integrales para reducir 

homicidio de mujeres”. 

Es preciso indicar que por ello, al evaluar la efectividad e idoneidad del 

marco normativo-institucional en el Perú, es preciso preguntarse: ¿las políticas 

públicas punitivas han venido acompañadas de fortalecimiento institucional 
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real? ¿Se dispone de estadísticas fiables, unidad de seguimiento, mecanismos 

de monitoreo y evaluación para medir resultados? 

Es preciso indicar que muchas investigaciones críticas advierten que el 

simple endurecimiento punitivo, sin la infraestructura operativa adecuada, 

puede generar una falsa sensación de seguridad o un desgaste de recursos 

que podrían haberse empleado en estrategias más globales. ¿O bien 

predominan medidas enfocadas en el sanción, con escasa inversión en 

prevención o amparo? 

En este punto, por tanto, las políticas públicas punitivas constituyen un 

factor clave en la política penal peruana contemporánea y su indagación crítico 

posibilita valorar no sólo la existencia regulación sino su implementación, su 

articulación con las agraviadas y su impacto para la reducción real del ilícito. 

2.3.1.1. Incremento de penas para feminicidio 

Cabe destacar que la víctima o sus representantes pueden presentar la 

denuncia ante la Fiscalía, la Policía puede actuar de oficio y el juzgado 

dispensa protección conforme al principio de intervención inmediata. Una de 

las ineficiencias observadas en el contexto peruano es la saturación de los 

juzgados penales, la falta de fiscalías especializadas en múltiples regiones, 

deficiencias en los peritajes forenses, y la ausencia de seguimiento efectivo 

para las víctimas tras la condena. 

Si bien la precepto fija castigo severa, la rendimiento real depende de 

que el Ministerio Público obtenga pruebas, identifique agravantes, solicite 

prisión preventiva, y que el tribunal aplique correctamente la penalidad 

correspondiente y garantice la ejecución sin retrasos. En este punto, en ese 
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escenario, aun con penas elevadas, la reacción público resulta fragmentada. 

Esto debilita la disuasión real y la confianza ciudadana. 

Por ende, evaluar la efectividad del cuerpo normativo implica no sólo 

verificar la penalidad sino asimismo la indagación, la amparo, la reparación y 

la reinserción, en consonancia con la objetivo de la Ley 30364 (Zela y 

Pacompia, 2024). 

En suma, la fiscalía de turno tipifica el caso como feminicidio, reúne 

pruebas que confirman que la agraviada fue asesinada por su condición de 

mujer, solicita prisión preventiva y agrava el supuesto por el hecho de que la 

víctima estaba embarazada. Pero en la práctica local no existe una unidad de 

seguimiento para la víctima luego de la sentencia, no se activan los refugios 

regionales, y el agresor en prisión no es sometido a programa de reeducación 

o control especializado. 

Conviene apuntar que el tribunal dicta sentencia condenatoria de 30 

años de prisión para el agresor, conforme al artículo 108-B. Por otro lado, como 

hallazgo, el castigo se aplica, pero la política de amparo, prevención y 

reparación, elementos clave de la Ley 30364 queda fragilizada. Esto muestra 

cómo el incremento de sanción cumple formalmente el mandato legal, pero en 

la realidad la integralidad y la efectividad dependen de otros factores que el 

diseño normativo por sí solo no resuelve. 

2.3.1.2. Implementación de leyes más severas frente a la violencia de género 

En ese marco, desde esta óptica, el proposito de la Ley N.o 30364 es 

prevenir, erradicar y sancionar la agresión ejercida contra las féminas e 

integrantes del entorno familiar. Dicho cuerpo legal incorpora, ademas de 

sanciones, toda una arquitectura de politicas orientadas a la prevencion, 
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atencion y reparacion. Con todo, el componente penal ha concentrado especial 

protagonismo como replica a la exigencia colectivo de mayor rigor frente a la 

agresion por razon de sexo. 

Como bien se sabe, complementariamente, esta normativa se articula 

con el Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo No0092016MIMP. 

Este regula procedimientos de actuacion, mecanismos de resguardo, 

valoracion del riesgo y coordinacion entre instituciones (Quispe, 2025). 

Ahora bien, el simple hecho de aprobar leyes más severas no garantiza 

su implementación eficiente. Cabe enfatizar que la eficacia depende de que los 

servicios de estudio penal, la protección de las víctimas, los mecanismos de 

seguimiento y la articulación interinstitucional funcionen adecuadamente. Por 

ejemplo, la Defensoría del Pueblo ha señalado que existe una “superposición 

de disposiciones e instrumentos que afecta su adecuada, eficiente y efectiva 

implementación” en materia de violencia contra las mujeres. 

Visto lo anterior, si una fémina denuncia ante la comisaría de su distrito 

violencia de pareja repetida con amenazas. Por su parte, más tarde, la fiscal 

solicita la prisión preventiva del atacante, el juzgado la concede, pero no existe 

programa de tratamiento del perpetrador ni seguimiento de la agraviada 

posterior. Sin embargo, en ese distrito no existe personal especializado, la 

pericia forense tarda meses, la protección solo es verbal y la agresión se repite. 

En esa línea, gracias a la severidad de la ley, el fiscal califica el supuesto 

bajo la ley 30364, se evalúa el riesgo elevado, se dicta dispositivo de protección 

y se remite a la unidad especializada de la fiscalía. Aunque la ley fue severa, 

la implementación operó deficientemente y la agraviada siente que la norma 

“no cambió nada” en la práctica. 
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2.3.1.3. Reformas en el sistema judicial para endurecer castigos 

Por su parte, la literatura especializada observa que tales reformas 

pueden ser problemáticas si no se acompañan de una correcta reflexión sobre 

la capacidad institucional. Por ejemplo, un estudio reciente sobre la aplicación 

del artículo 108-B evidenció que el 83.51% de los operadores de justicia 

consideró que la redacción ambigua de la disposición genera dificultades para 

determinar si el feminicidio fue cometido “por la condición de tal” y el 91.75% 

señaló la prueba como motivo de incertidumbre (Barboza, 2025). 

Ahora bien, esto revela que endurecer castigos sin dar claridad, 

especialización y medios al aparato judicial puede generar más caos que 

eficacia. Además, la aludida reforma judicial, si incrementa los tiempos de 

detención preventiva sin reforzar la examen, la defensa, la amparo de las 

víctimas o los recursos humanos del sistema, puede acentuar la congestión 

procesal, la sobrepoblación penitenciaria (que en el Perú bordea el 144 % 

según estimaciones recientes) y debilitar la efectividad real del sanción. 

En esa línea, si en una provincia peruana se aprueba una ordenanza 

judicial que faculta al juzgado penal local a imponer prisión preventiva 

automática por riesgo de fuga a quienes cometan feminicidio o tentativa de 

homicidio de mujeres. Una víctima formaliza denuncia, la fiscalía solicita prisión 

preventiva del perpetrador, y el juez la concede. 

Bajo esa lógica, la reforma judicial endureció el castigo, pero el 

procedimiento operó sin rendimiento integral y la agraviada quedó en 

coyuntura de vulnerabilidad. Dicho lo anterior, en tanto, la cárcel está al 150% 

de su capacidad y no hay plan de tratamiento para el atacante. Empero, la 

comisaría no tiene psicólogos ni personal de apoyo, la fiscalía carece de unidad 
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especializada, la audiencia se demora 4 meses porque no hay sala, y 

finalmente el perpetrador pasa a prisión, pero la agraviada no obtuvo 

dispositivo de salvaguarda efectiva. 

2.3.2. Percepción ciudadana del populismo punitivo 

De hecho, la visión poblacional del demagogia política punitivo encierra 

la manera en que la población interpreta las políticas punitivas del Estado, la 

severidad penal y las reformas de justicia penal como reacciones visibles al 

transgresión, más que como intervenciones técnicas de largo plazo. En el Perú, 

la ciudadanía observa la violencia, la inseguridad y la impunidad como 

problemas críticos. 

Por ejemplo, un estudio de opinión registró que el 63% de los peruanos 

considera que la seguridad civil empeoró en los últimos doce meses, y un 87% 

afirma sentirse inseguro al transitar de noche (Suarez y Rodríguez, 2022). 

Bajo esa lógica, esa percepción implica riesgos. Sumado a esto, la 

ciudadanía puede interpretar la severidad como garantía de rendimiento 

cuando el régimen acumuló debilidades en investigación penal, peritos, tutela 

de afectadas, seguimiento penal y reinserción. La expectativa de penalidad 

puede volverse desmesurada si el sistema judicial no está preparado para 

cumplirla. 

Bajo esa lógica, cuando la reforma regulación o de política es vista como 

“espectáculo” más que como transformación estructural, la visión de justicia se 

deteriora. En ese sentido, la rendimiento judicial y la legitimidad del Estado 

penal dependen no solo del castigo sino de la coherencia entre lo que se 

promete y lo que efectivamente se efectúa. 
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Frente a ello, los habitantes pueden percibir distancia entre la norma 

punitiva y la realidad procesal. Esto genera escepticismo, frustración y 

desconexión entre el régimen de justicia y la sociedad. 

2.3.2.1. Opinión pública sobre la efectividad de penas más severas 

Bajo esa lógica, esa desaprobación, unida a la apreciación de 

inseguridad, fortalece la demanda de penas más severas. Dicho lo anterior, por 

ello, la opinión pública sobre la efectividad de las sanciones más severas no 

debe entenderse únicamente como aceptación de castigos mayores, sino 

como expectativa de hallazgos. No obstante, la opinión pública precisa no solo 

el endurecimiento de la sanción sino asimismo su ejecución efectiva. 

Esto coloca en el centro la pregunta de si más sanción equivale a más 

justicia real. Así, una sanción elevada sin acompañamiento institucional 

convierte la castigo en un mero símbolo (Yañez, 2025). 

En este punto, se registra una tensión entre lo que la opinión pública 

considera “castigo justo” y lo que el sistema penal puede proveer. Conviene 

puntualizar que en ese medida, la opinión pública puede volverse más crítica 

si percibe que las penas severas no cumplen el objetivo de reducir ilícitos ni 

proteger agraviadas. El endurecimiento punitivo puede agravar problemas 

como la sobrepoblación carcelaria o la saturación de los órganos 

jurisdiccionales si no va acompañado de políticas de prevención y reinserción. 

En ese sentido, el cuerpo regulatorio puede enfrentar un déficit de 

legitimidad si la castigo severa no se traduce en efectividad real. 

2.3.2.2. Creencia en que penas más duras previenen el feminicidio 

Se debe notar que tipificar el homicidio de mujeres en el articulo 108-B 

del Codigo Penal Peruano, fijando sanciones desde 20 anos como minimo 
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hasta reclusion perpetua ante ciertas agravantes, constituye justamente una 

expresion normativa de esa logica de disuasion. De ahi que la disposicion 

pierda credibilidad ante la poblacion cuando la severidad penal no se 

materializa en sentencias prontas, eficaces y con seguimiento efectivo. 

En suma, si la fiscalia y los tribunales funcionan con recursos escasos, 

demoras, carencia de peritos o insuficiente especializacion, el incremento 

penal puede quedarse en buena parte como gesto simbolico sin cumplir 

cabalmente su propósito de prevencion ordinario ni especifica. Además, el 

analisis debe situarse dentro de un enfoque de politica publica integral: la Ley 

No30364, orientada a prevenir, sancionar y erradicar la agresion contra 

mujeres e integrantes del nucleo familiar, no se restringe al penalidad, sino que 

abarca tambien prevencion, proteccion y reparacion (Quispe, 2023). 

Cabe agregar que desde esta óptica, considerese el supuesto de una 

pareja denunciada en modo reiterada por agresion sexista, donde la situacion 

escala hasta que el perpetrador asesina a la mujer. Pese a ello, la proteccion 

brindada a la familia de la persona víctima resulto minima: no se activaron 

refugios, no hubo seguimiento al victimario, y aunque la sancion impuesta es 

severa, el distrito judicial no logra reducir las comunicaciones formales 

posteriores. 

Bajo esa lógica, es que la prevencion medular, las iniciativas educativas 

y los servicios de resguardo continuan siendo fragiles. En sede penal, el fiscal 

califica el hecho como feminicidio agravado conforme al art. 108-B del Codigo 

Penal y precisa 30 anos de prision al concurrir agravantes. Bajo tales 

circunstancias, la creencia de que una sancion mas rigurosa disuade esta 

presente tanto en la norma como en el discurso, pero la rendimiento concreta 



23 

para evitar nuevos feminicidios se ve restringida por la fragilidad del sistema 

protector, de la investigacion y de los programas de reinsercion. El tribunal 

accede y fija la sancion maxima. 

2.3.2.3. Opinión sobre el fortalecimiento del sistema judicial para combatir el 

crimen 

Por su parte, la valoracion social acerca del fortalecimiento del aparato 

jurisdiccional en el combate al crimen alude a la evaluacion ciudadana sobre 

si las entidades responsables de investigar, procesar y sancionar ilicitos 

disponen de capacidad, recursos y especializacion suficientes para 

desempenar su funcion. Dentro del contexto peruano, se reconocen politicas 

concretas dirigidas a mejorar tal capacidad en materia de agresion por razon 

de sexo: entre ellas, la creacion del SNEJ (Aparato Nacional Especializado de 

Justicia orientado a la Protección de Mujeres e Integrantes del Nucleo 

Familiar), junto con programas formativos destinados a jueces y fiscales con 

especializacion en genero (Tito y Ramos, 2024). 

Más aún, por ejemplo, el Poder Judicial del Perú anunció un plan para 

fortalecer la prevención y castigo de casos de maltrato contra la fémina 

mediantel Programa Nacional de Implementación de la Ley 30364. La opinión 

pública valorará negativamente este fortalecimiento si percibe que los juzgados 

demoran, las fiscalías no tienen peritos, no hay seguimiento del perpetrador, o 

la persona afectada no es atendida decentemente. 

En relación con ello, la idoneidad del mecanismo judicial no solo reside 

en la reforma legal (tipificación, agravantes, etc.), sino en su implementación 

efectiva, equitativa y con perspectiva de condición. Por consiguiente, analizar 
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esta dimensión implica observar cómo funciona la ruta procesal: denuncia, 

investigación, imputación, juicio, condena, ejecución. 

Más aún, y cómo actúan los operadores de justicia, qué recursos tienen, 

qué capacitación poseen, qué seguimiento realizan. Si la opinión pública 

estima que el sistema judicial ha sido fortalecido realmente, esa apreciación 

contribuye a la legitimidad del sistema penal y a la confianza ciudadana. 

Si no, el sistema corre el riesgo de ser visto como ineficaz o simbólico. 

Por tanto, la opinión pública sobre el fortalecimiento del aparato judicial es un 

indicador clave de la eficacia real del cuerpo normativo penal y procesal 

peruano. 

2.3.3. Estrategias de comunicación estatal 

Por su parte, estas estrategias están vinculadas a la normatividad como 

la Ley 30364 y su reglamento que promueven la prevención de la maltrato de 

condición, la sensibilización de la comunidad, el cambio de disposiciones 

culturales que naturalizan la agresión y la promoción de derechos. Asimismo, 

los medios de comunicación y el Estado tienen la obligación de aplicar 

lineamientos de cobertura con enfoque de género según lo señalado por 

investigaciones sobre la prensa peruana (Parillo et al., 2025). 

En relación con ello, desde esta enfoque, valorar las estrategias de 

comunicación gubernamental implica preguntarse si realmente contribuyen a 

reducir la agresión, si están dotadas de presupuesto, si se monitorean frutos, 

si alcanzan zonas rurales o indígenas, y si van acompañadas de perfecciona 

en indagación, protección y sanción. 

Por otro lado, sólo así pueden complementar el mecanismo normativo 

penal y procesal. En definitiva, una comunicación eficaz estatal no es solo la 
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difusión de mensajes, sino la parte visible de una política pública articulada, 

que conecta la denuncia, la tutela, la investigación y la penalidad. 

Cabe destacar que imaginemos que el MIMP lanza una campaña 

audiovisual con el lema “Agresión contra nosotras, todos perdemos” que se 

difunde en radio, televisión y redes sociales, junto con puestos móviles en 

plazas de las regiones andinas donde se explica cómo denunciar al 100 y al 

chat 100, se distribuyen folletos en quechua y aimara, y se convoca a talleres 

en colegios. 

Ahora bien, si la campaña va acompañada de unidades móviles de 

fiscalía, CEM funcionando y servicios de tutela activados, entonces la 

estrategia de comunicación estatal puede aumentar las denuncias tempranas, 

visibilizar el problemática y movilizar recursos. Paralelamente, la campaña 

informa que en ese distrito exponen estadísticas locales. 

Pero si solo hay anuncios y no se articulan los servicios, la comunicación 

puede generar expectativas que el sistema no cumple, y la confianza de la 

población en el Estado puede disminuir. 

2.3.3.1. Campañas gubernamentales sobre la pena de muerte o cadena 

perpetua 

Si bien impulsar campanas gubernamentales que propongan o 

respalden la sancion capital o la reclusion perpetua ante delitos graves como 

el homicidio de mujeres representa una expresion paradigmatica de 

lineamientos punitivos centrados en el discurso visible de severidad. En el 

Peru, se ha reabierto recientemente la discusion sobre aplicar la sancion 

capital a violadores de menores, como replica ante hechos de violencia sexista 

con fuerte repercusion en la apreciacion colectiva (Zela y Pacompia, 2024). 



26 

Por otro lado, en primer termino, dentro del marco constitucional 

peruano la sancion capital se encuentra regulada exclusivamente para 

supuestos de traicion y delitos militares bajo estado de guerra (articulo 140 de 

la Constitucion Politica del Peru). Por ende, extenderla a delitos comunes como 

el feminicidio demandaria modificaciones profundas del ordenamiento e 

implicaria comprometer estandares internacionales de garantias 

fundamentales suscritos por el pais. 

Más aún, la propuesta de reclusion perpetua plantea asimismo una 

revision de los topes sancionatorios y del principio de proporcionalidad. En 

segundo termino, desde la practica operativa del aparato de justicia penal, 

campanas de esta indole generan expectativas de castigo severo e inmediato 

que frecuentemente la armazón no puede satisfacer: la investigacion puede 

resultar lenta, la prueba endeble, la proteccion hacia la persona víctima 

insuficiente y la ejecucion de la sancion dilatada. 

En relación con ello, asi, la rendimiento concreta de la campana queda 

comprometida cuando el procedimiento penal se transforma en espectaculo 

simbolico sin correspondencia con mejoras institucionales. Nuevamente, el 

peligro radica en que la poblacion perciba la norma como promesa vacia, 

debilitando la legitimidad del ordenamiento penal y la confianza ciudadana. 

Si bien en tercer termino, desde una optica de estrategia penal integral, 

las campanas centradas en la sancion capital o la prision vitalicia se concentran 

casi exclusivamente en el penalidad visible, marginando medidas preventivas, 

mecanismos de resguardo para las personas víctimas, educacion, 

rehabilitacion del atacante e investigacion especializada. 
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Bajo esa lógica, tal asimetria en la gestion publica puede impedir que el 

rigor penal se traduzca en una disminucion efectiva de los feminicidios o en 

una proteccion mas robusta para las mujeres. Si, por ejemplo, existe una ley 

que instaura reclusion perpetua ante feminicidio pero no se optimiza la 

coordinacion entre la policia, el Ministerio Publico y los juzgados, ni se 

incrementan recursos para peritajes sobre agresión sexista, ni se fortalecen 

refugios o programas de acompanamiento a las víctimas, la campana puede 

generar frustracion. 

2.3.3.2. Uso de medios de comunicación para sensibilizar sobre feminicidio y 

castigos 

Hay que precisar que la estrategia comunicacional del Estado puede 

apoyarse en los medios de difusion para dar a conocer los canales de reporte, 

los derechos de las personas agraviadas, los repercusiones de la disposicion 

penal (como el articulo 108-B del Codigo Penal) y las salvaguardas previstas 

en la Ley 30364. Empero, deben considerarse dos aristas criticas: primera, que 

la cobertura mediatica no revictimice a la mujer, la estigmatice ni trivialice el 

ilicito. 

Cabe destacar que en tal sentido. En relación con ello, desde el ambito 

procesal penal peruano, la comunicacion mediatica contribuye a generar 

conciencia colectiva, robustecer la legitimidad del mecanismo jurisdiccional y 

movilizar recursos politicos para abordar la agresion por razon de sexo. 

Segunda, que anunciar castigos rigurosos a traves de los medios sin que la 

estructura los concrete puede provocar desconfianza ciudadana. Pues ello 

podria vulnerar el derecho a la dignidad, la presuncion de no culpabilidad del 

imputado y las garantias de procesamiento equitativo. 
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La norma por si sola resulta insuficiente, y cuando los medios difunden 

penalidades ejemplares, la poblacion espera una correlacion efectiva con la 

justicia aplicada (Yanez, 2025). 

Por otro lado, una campaña mediática nacional presenta spots 

televisivos y en redes sociales que explican qué es homicidio de mujeres, 

dónde denunciarlo, qué sanción implica y qué servicios de tutela existen. Al 

mismo tiempo la prensa local publica entrevistas con la fiscal especializada, 

testimonios de víctimas, estadísticas regionales de feminicidios. Sin embargo, 

como la oficina de la fiscalía aún no tiene personal especializado, la mayoría 

de esos casos se acumulan, no se tipifican como asesinato por género, y la 

sanción se queda en lesiones graves. 

Como puede notarse, en una provincia andina, la visibilidad mediática 

motivó un aumento del 15 % en las denuncias de agresión contra la fémina al 

centro de emergencias. Aquí el uso de medios sensibiliza, pero la traducción 

al castigo concreto y protección queda incompleta. 

2.3.3.3. Relación de los medios con la sensibilización pública sobre 

feminicidio 

Si bien la legitimidad del sistema penal y la confianza de la ciudadanía 

dependen en parte de cómo los medios retratan la reacción gubernamental: si 

se muestra que la denuncia funciona, que la fiscalía actúa, que los jueces 

resuelven, que las víctimas son protegidas, la sensibilización pública se 

refuerza y la cultura de no tolerancia contra la violencia se fortalece. 

Vale señalar que por otra parte, si los medios evidencian impunidad, 

demora, falta de condenas o deficiencias institucionales, la sensibilización 

puede generar indignación, pero asimismo desencanto y crisis de confianza. 
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En ese sentido, la relación medios-sensibilización es doble: informar para 

movilizar, visibilizar para combatir la invisibilidad del problemática y exhibir el 

funcionamiento (o la disfunción) del régimen de justicia (Quiñones et al., 2024). 

Visto lo anterior, un diario nacional publica una serie especial sobre 

feminicidios en regiones rurales, mostrando estadísticas, entrevistas a 

familiares de agraviadas, testimonios de policías especializados y señalando 

deficiencias institucionales. Gracias a esa cobertura algunos distritos escolares 

invitan al parlamento a representantes de la fiscalía y la policía para explicar 

protocolo de la Ley 30364 y cómo denunciar. 

Bajo esa lógica, la población comienza a discutir, en redes colectivos y 

comunidades, que no basta con “pena de 30 años” sino con protección 

efectiva, refugio, peritaje y seguimiento. Al mismo tiempo en televisión se 

efectúa un programa de debate con especialistas que cuestionan si las penas 

actuales son disuasorias, qué sucede con la examen y cuál es el papel de los 

medios. 

En este caso la relación medios-sensibilización impacta tanto en la 

opinión pública como en el activismo institucional. 

2.4. Feminicidio 

Si bien la Ley 30364 adopta un óptica integral compuesto por 

prevencion, atencion, proteccion, reparacion, asi como sancion y reeducacion 

del agresor. Su Reglamento (Decreto Supremo No009-2016-MIMP) regula los 

protocolos de actuacion, la evaluacion de riesgo, la articulacion entre 

organismos y los instrumentos de resguardo. 

En este punto, mas recientemente, el Decreto Supremo N.o 002-2025-

MIMP modifico dicho Reglamento para incluir modalidades de agresion 
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facilitadas por tecnologias digitales, reforzar los refugios temporales y 

actualizar los procedimientos de acreditacion referidos a hogares de acogida 

(Crisolo et al., 2023). 

Conviene apuntar que cuando una persona víctima por agresion sexista 

formula un reporte ante la comisaria, corresponde iniciar un tramite ajustado a 

las directrices de la Ley 30364 y su Reglamento: evaluacion del nivel de riesgo 

mediante fichas, activacion de salvaguardas, remision o articulacion con la 

fiscalia especializada y derivacion al juzgado competente. 

Resulta interesante que empero, la realidad operativa exhibe multiples 

obstaculos: escasez de personal especializado, dilaciones en la investigacion, 

acumulacion de expedientes, deficiencias en la proteccion de la persona 

afectada y en el seguimiento del agresor, todo lo cual restringe la eficacia 

practica de la normativa. 

Asi, pese a que las normas y protocolos estan vigentes, su ejecucion en 

numerosas regiones evidencia carencias que socavan la confianza de las 

afectadas y de la sociedad en la estructura de justicia. 

Vale señalar que en el Perú, aunque existen avances normativos 

relevantes (Ley 30364, Reglamento, reformas al Código Penal, etc.), la 

rendimiento se ve limitada en ciertas jurisdicciones por ausencia de 

especialización, recursos insuficientes, demora procesal y debilidad en la 

ejecución. Esto puede afectar la apreciación de las víctimas y la colectividad 

en su conjunto, generar desconfianza y debilitar la legitimidad del aparato 

penal. 

En consecuencia, la idoneidad del cuerpo normativo debe evaluarse no 

solo por su existencia, sino por su implementación, operatividad y resultados 
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reales en la reducción de feminicidios y en la garantía de salvaguarda para las 

féminas. 

Hay que precisar que un caso tipico podria involucrar a una mujer que 

formula un reporte por agresion reiterada de pareja ante la comisaria. El agente 

policial deriva el expediente a la fiscalia especializada en maltrato sexista, la 

cual, tras la investigacion, califica el hecho como feminicidio cuando la agresion 

desemboca en la muerte de la víctima por su condicion de fémina. Con todo, 

en la practica regional la fiscalia carece de peritos forenses suficientes, la 

audiencia de juicio se posterga por sobrecarga de expedientes, la familia como 

victima indirecta no recibe acompanamiento adecuado, el victimario no accede 

a programas de reeducacion y la unidad encargada del seguimiento a la 

proteccion familiar permanece inactiva. 

Visto lo anterior, paralelamente, los familiares de la persona agraviada 

acceden a mecanismos de resguardo y apoyo conforme a la Ley 30364. Se 

debe notar que se aplica el articulo 108-B del Codigo Penal, se solicita prision 

preventiva del atacante y se emite condena de anos de reclusion. Aunque la 

calificacion juridica y la sancion se concretaron, la desarticulacion entre 

servicios, la dilacion procesal y la proteccion deficiente ponen de manifiesto 

que el feminicidio, aun estando formalmente sancionado, en los hechos puede 

seguir generando vulnerabilidades desatendidas. 

Esto cuestiona la rendimiento operativa del ordenamiento y la reaccion 

institucional efectiva. 

2.4.1. Frecuencia de feminicidios 

En esa línea, el cálculo de la frecuencia requiere un sistema estadístico 

confiable, coordinación interinstitucional (Instituto Nacional de Estadística e 
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Informática - INEI, Defensoría del Pueblo, Centro de Emergencia Mujer, 

Policía, Fiscalía) y una definición homogénea del concepto de homicidio de 

mujeres. 

El INEI en su publicación “Los feminicidios y la agresión contra la fémina 

en el Perú, 2015-2018” señala que en 2018 la tasa fue de 0.9 feminicidios por 

cada 100 000 mujeres, con 150 agraviadas en el año (Valencia, 2023). 

Desde esta perspectiva, supóngase que en una región andina se 

registraron 24 feminicidios en el año. Esto representa un promedio de dos 

casos al mes. La fiscalía especializada de esa región recibe estos casos, pero 

solo cuenta con un perito forense a media jornada, la unidad de atención de 

víctimas carece de psicólogo y la comisaría no tiene sala de atención 

especializada para violencia de género. 

Cabe destacar que como resultado, pese a que la precepto prevé 

tipificación de feminicidio (art. 108-B), la acumulación de supuestos provoca 

demoras de juicio oral de más de 12 meses, las afectadas indirectas no reciben 

seguimiento, y los agresores quedan sin tratamiento especializado. 

En esa línea, aunque existen los marcos normativos (Ley 30364, artículo 

108-B del Código Penal, protocolos interinstitucionales), la frecuencia creciente 

o persistente revela brechas en la implementación: falta de peritos forenses, 

ausencia de seguimiento de agresores, debilidad de los refugios, escasa 

formación especializada y deficiencias en la articulación entre instancias. 

La frecuencia elevada asimismo evidencia que el endurecimiento 

punitivo como único mecanismo no logra contener el fenómeno sin políticas 

estructurales de género y de prevención. 
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2.4.1.1. Número de feminicidios registrados en el año 

Hay que precisar que durante 2024, la Defensoria del Pueblo registro 

170 casos, cifra que evidencio un incremento superior al 13 % frente al periodo 

previo. Desde una lectura regulación, ese volumen anual constituye la senal 

mas tangible de que la agresion extrema por razon de sexo persiste pese a la 

normativa vigente (Ley 30364 y art. 108-B). La cifra tiene repercusiones 

directas en la planificacion institucional: mecanismo jurisdiccional, proteccion 

de personas víctimas, ciclo penal, albergues temporales y presupuesto de los 

programas estatales. 

Bajo esa lógica, un numero elevado implica que la jurisdiccion debe 

destinar recursos adecuados: fiscalias especializadas, establecimientos 

penitenciarios con programas de tratamiento del victimario, resguardo y 

acompanamiento de victimas secundarias, entre otros. En el plano juridico-

procesal, la estadistica anual repercute en los indicadores de carga procesal, 

la saturacion del mecanismo y la capacidad de reaccion gubernamental. 

Vale la pena anotar que a forma de ejemplo, si se contabilizan 170 

supuestos en el ano, la fiscalia especializada deberia tramitar 

aproximadamente 14 expedientes mensuales. Vale señalar que esto demanda 

personal cualificado, elementos probatorios, audiencias agiles, seguimiento y 

condenas ejecutadas. De no existir tales capacidades, un registro anual alto 

puede convertirse en indicador de crisis institucional mas que de cumplimiento 

normativo. 

Para la persona agraviada, la estadistica anual visibiliza el riesgo 

general y exige que el Estado actue no unicamente con sancion, sino tambien 

con prevencion e intervencion oportuna (Idme, 2024). 
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2.4.1.2. Tasa de feminicidios por cada 100,000 habitantes 

Visto lo anterior, la tasa de feminicidios por cada 100,000 féminas es un 

indicador clave para cuantificar la magnitud del fenómeno en proporción a la 

población femenina, permitiendo comparaciones entre regiones, años o 

políticas. Desde la perspectiva del prerrogativa peruano contemporáneo, la 

tasa revela que la política penal público debe combinar sanción con 

prevención, tutela y reparación estructural. 

Vale señalar que para la agraviada o para la defensa pública y 

igualmente para las autoridades la tasa es una llamada de atención: no basta 

con que exista una disposición. Por demás, es necesario que los mecanismos 

de denuncia, pesquisa, salvaguarda, procesamiento, penalidad y reparación 

operen con calidad y con enfoque de género. Así, la tasa de feminicidios es un 

indicador de output (fruto) del aparato y debe analizarse conjuntamente con 

otros indicadores de procedimiento (denuncias, medidas de protección, 

sentencias ejecutadas) para valorar la idoneidad e implementación del marco 

normativo (Mendez, 2023). 

Por demás, como se advierte, supongamos que en la región de Puno la 

población femenina es de aproximadamente 600 000 féminas. Conviene 

aclarar que si ocurrieron 9 supuestos de homicidio de féminas en el año, la 

tasa sería 1.5 feminicidios por cada 100 000 mujeres. Esto implicaría que dicha 

región tiene un riesgo relativo mayor respecto a la media nacional. Esto supera 

la tasa nacional de 0.9. 

Por su parte, en ese contexto, aunque la norma tipifica el feminicidio y 

se cuente con protocolos de actuación, la respuesta institucional (fiscalía de 

sexo, juzgados, protección de agraviadas, refugios provinciales) podría estar 
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insuficiente para amortiguar ese riesgo. Esa diferencia de tasa evidencia la 

necesidad de reforzar no sólo la precepto sino la implementación regional. 

2.4.1.3. Tendencia de feminicidios en la última década 

Como se advierte, la tendencia del homicidio de féminas a lo largo de la 

ultima decada alude al comportamiento dinamico de los registros ano tras ano 

-incrementos, disminuciones o estabilidad-, permitiendo evaluar si las reformas 

normativas, las politicas publicas y los mecanismos de resguardo han surtido 

incidencia. En esa línea, adicionalmente, segun las fuentes, 2018 registro uno 

de los picos con 150 victimas. En 2023 se reportaron 146 casos. 

Vale señalar que en el Peru, el documento del INEI titulado 'Peru: 

Feminicidio y Violencia contra la Fémina, 2015-2023' revela que entre 2015 y 

2023 se contabilizaron 1191 casos de feminicidio. De acuerdo con la 

Defensoria del Pueblo, durante 2024 se registraron 170 feminicidios. Esto 

represento un aumento de alrededor del 13 % respecto al periodo anterior 

(Mendez, 2023). 

De hecho, desde un examen juridico-critico, esta trayectoria revela que, 

pese a multiples reformas legislativas (modificaciones al reglamento de la Ley 

30364, creacion de fiscalias especializadas, mayor visibilizacion de la 

problematica, entre otras), la agresion extrema contra las féminas no ha 

experimentado una reduccion sostenida o significativa en la totalidad de las 

regiones. 

Visto lo anterior, una tendencia ascendente o estancada puede indicar 

que el ordenamiento penal y procesal, aunque formalmente adecuado, se 

encuentra limitado en su ejecucion o en la articulacion de medidas preventivas, 

protectoras, investigativas y sancionatorias con óptica fundamental de genero. 



36 

Para la estructura de justicia, una trayectoria creciente senala que la demanda 

de actuaciones penales especializadas, salvaguardas, seguimiento de 

perpetradores y recursos institucionales debe incrementarse de manera 

constante. 

Ello exige que las reformas judiciales no se circunscriban al rigor 

punitivo, sino que contemplen además la capacidad operativa, la formacion 

especializada, la coordinacion interinstitucional y la evaluacion de hallazgos. 

2.4.2. Respuestas estatales ante el feminicidio 

Cabe destacar que las respuestas abarcan la denuncia (policía, CEM), 

la examen (fiscalías especializadas), el juzgamiento (tribunales penales) y la 

ejecución de la pena, así como la protección de afectadas y atención a 

familiares. Asimismo se incluye la coordinación intersectorial: salud, educación, 

justicia, seguridad. 

Más aún, un ejemplo normativo es el “Protocolo Base de Actuación 

Conjunta” aprobado por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 

(MIMP) para la atención interinstitucional de la violencia contra las féminas e 

integrantes del grupo familiar (Robles, 2023). 

Como puede notarse, como se advierte, una mujer es asesinada por su 

expareja en una provincia del país. La comisaría remite el caso al CEM, que 

valoró el riesgo como alto, se activaron medidas de protección para la familia 

y se remitió el expediente a la fiscalía especializada. El fiscal solicitó prisión 

preventiva, el juzgado la otorgó, se instruyó juicio y se dictó condena conforme 

al artículo 108-B del Código Penal. Posteriormente, la familia recibió apoyo 

psicológico, legal, y el perpetrador es incluido en programa de tratamiento de 

reeducación. 
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Cabe destacar que esta sería una contestación gubernamental ideal. 

Pero en muchas provincias la realidad es distinto: la comisaría no cuenta con 

sala especial, el CEM no tiene psicólogo, la fiscalía y el juzgado demoran 

meses, las medidas de protección se suspenden, y la familia queda sin 

seguimiento. 

2.4.2.1. Existencia de protocolos de actuación frente al feminicidio 

Vale señalar que los protocolos operan como instrumentos de política 

pública bajo el mandato de la Ley 30364 (artículos 41, 42, entre otros) que 

prevé la elaboración de instrumentos para la atención, protección y penalidad 

de atacantes. En la práctica, esos protocolos establecen rutas de atención para 

las agraviadas, criterios de valoración de riesgo, derivación, coordinación 

interinstitucional, seguimiento del atacante y tutela de la agraviada. 

Vale la pena anotar que para la víctima, el protocolo representa una hoja 

de ruta: si la comisaría, el CEM o la fiscalía no la respetan, el riesgo de 

revictimización aumenta, la salvaguarda se dilata y la castigo puede no 

concretarse. Resulta interesante que las evaluaciones señalan que en muchas 

jurisdicciones los protocolos están en papel, no se cumplen los tiempos, no se 

adaptaron a la realidad regional, no se monitorean frutos ni cuentan con 

presupuesto adecuado. Sin embargo, su mera existencia no asegura su 

aplicación completa. 

Ahora bien, desde la administración de justicia, la implementación de 

protocolos eficaces implica formación, supervisión, evaluación y recursos. Por 

ende, la existencia de protocolos es un avance normativo relevante, pero su 

eficacia depende de su aplicación real, su seguimiento institucional y su 

adaptación al contexto regional del sistema penal peruano (Mamani, 2024). 
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2.4.2.2. Capacitación de las fuerzas del orden en la prevención del feminicidio 

Es preciso indicar que la capacitación especializada busca que las 

fuerzas del orden conozcan los protocolos de actuación, tengan óptica de 

género, sepan identificar indicadores de riesgo (para feminicidio o tentativa), y 

coordinen con instituciones de amparo de víctimas. Llama la atención que esto 

perfecciona la respuesta inmediata y la calidad de la estudio. Ya se constata 

que se han realizado esfuerzos de capacitación: por ejemplo, más de 4 000 

agentes de la policía nacional fueron capacitados en atención de supuestos de 

agresión contra la mujer. 

Asimismo, la Academia de la Magistratura ofreció un curso a distancia 

“Criminología, victimología y feminicidio” dirigido a magistrados y auxiliares 

jurisdiccionales (Suarez y Rodríguez, 2022). 

En relación con ello, un agente policial capacitado puede identificar un 

riesgo elevado de asesinato por género, activar medidas de protección (como 

la línea 100, derivación a CEM, ficha de riesgo), coordinar con fiscalía 

especializada y asegurar que la cadena de custodia de la prueba se mantenga 

para facilitar imputación bajo el artículo 108-B del Código Penal Peruano. 

Si no se capacita correctamente, puede haber demoras, errores en la 

tipificación, defectos de investigación. Esto retrae la sanción y debilita la 

credibilidad del sistema de justicia. 
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2.4.2.3. Políticas públicas dirigidas a la protección de mujeres víctimas de 

violencia 

De hecho, las disposiciones reglamentarias y sus protocolos conexos 

exigen la activación de salvaguardas ante la detección de coyunturas riesgosas 

para la persona víctima: mediante el Decreto Supremo Nº 0042020MIMP se 

fijan los criterios rectores de las políticas públicas orientadas a resguardar a 

las afectadas. Dicha protección jurídica se materializa a través de los 

denominados mecanismos de resguardo, emitidos por instancias competentes 

juzgados de familia, comisarías y centros de emergencia mujer. 

Su finalidad es preservar la integridad física, psicológica y patrimonial 

tanto de la afectada como de su núcleo familiar (Calle y Villanueva, 2022). 

Por otro lado, como se aprecia, para que la tutela resulte genuinamente 

eficaz, es indispensable que al formular la denuncia la persona afectada reciba 

atención en condiciones seguras, con personal debidamente entrenado, 

iniciando la estudio sin demora, realizando la evaluación del nivel de riesgo y 

activando un seguimiento continuo. Además, la imposición de la penalidad 

debe ir acompañada de mecanismos reparatorios y de seguridad dirigidos a la 

agraviada y su entorno. 

Bajo esa lógica, cuando tales políticas permanecen únicamente en 

documentos oficiales o carecen de financiamiento suficiente, la amparo queda 

fragmentada o prácticamente inexistente, elevando así la probabilidad de 

asesinato por género. El estudio crítico de la legislación peruana vigente revela 

que, pese a haberse aprobado instrumentos como el Decreto Supremo N.º 

0082016MIMP que dio lugar al Plan Nacional contra la Agresión de Género 

2016-2021, subsisten vacíos significativos: la articulación entre fuerzas 
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policiales, servicios asistenciales y órganos jurisdiccionales resulta frágil en 

numerosas circunscripciones, la cobertura de albergues es reducida, los 

recursos presupuestarios son insuficientes, los servicios especializados no 

alcanzan zonas alejadas y el monitoreo de los perpetradores continúa siendo 

limitado. 

Resulta interesante que si una mujer denuncia sistemática agresión de 

pareja. Se dicta medida de protección (alejamiento del perpetrador) y se 

coordina con la fiscalía especializada. Inmediatamente se activa la línea 100, 

la comisaría remite el caso al CEM, que evalúa riesgo y la ubica en un refugio 

temporal. 

En ese marco, mientras tanto recibe atención psicológica, asesoría legal 

y acceso a programas de empoderamiento económico. Frente a este 

escenario, esta sería una política pública de amparo efectivamente articulada. 

En cambio, en otra región la misma ruta se inicia, pero el refugio está cerrado, 

la línea 100 no responde las 24 horas, la comisaría carece de sala de atención 

diferenciada y la fiscalía recién actúa meses después. 

Allí la política pública existe normativamente, pero falla en la ejecución. 

Esto pone en riesgo la vida de la mujer y cuestiona la idoneidad del marco 

normativo. 

2.4.3. Percepción ciudadana del feminicidio 

Cabe destacar que cuando la ciudadanía observa que el homicidio de 

féminas ocurre con frecuencia, reviste gravedad y el sistema público no 

interviene adecuadamente, dicha examen comunitario puede suscitar 

desaprobación, erosión de la credibilidad institucional, demanda de 

dispositivos sancionadoras e incluso dinámicas de punitivismo populista. Sin 
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embargo, tal visión puede encontrarse desalineada respecto de las cifras 

reales: la impresión de incremento suele sustentarse en la cobertura de los 

medios, mientras la tasa efectiva no refleja proporcionalmente esa tendencia o 

desciende con lentitud. 

En esa línea, en sentido inverso, si la percepción colectiva registra una 

respuesta del Estado que resulta eficaz, la fe colectiva puede fortalecerse y 

propiciar cooperación con la estructura de justicia mediante denuncias, 

testimonio de testigos y participación comunitaria. Ello plantea un desafío para 

las organismos: difundir hallazgos concretos, incrementar la transparencia, 

detallar el itinerario de atención, sanción y resguardo, de modo que la 

población constate que las acciones estatales no solo se proclaman sino que 

se materializan. 

Dentro del escenario peruano actual, la apreciación colectiva sobre el 

feminicidio funciona como un termómetro de legitimidad estatal en materia de 

agresión por razón de sexo (Gonzales, 2018). 

2.4.3.1. Opinión sobre la respuesta del Estado frente al feminicidio 

En suma, esta opinión tiene implicaciones sobre la legitimidad del 

aparato de justicia, sobre la norma de las afectadas a denunciar, sobre la 

cooperación ciudadana, el testimonio, la participación comunitaria y la 

rendimiento de las políticas de prevención. Si la población opina que el Estado 

no actúa adecuadamente, puede reducirse la denuncia, la declaración de 

testigos, la intervención temprana y en la práctica se refuerza la impunidad. 

Igualmente la opinión pública puede condicionar la política penal: mayor 

presión por reformas punitivas inmediatas, sin reflexión técnica. Esto puede 

derivar en populismo penal (Gonzales, 2018). 
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Tomando en cuenta lo anterior, legalmente, el Estado peruano tiene la 

obligación de ofrecer una contestación adecuada, efectiva, oportuna y con 

perspectiva de condición conforme a la Ley 30364 y los tratados 

internacionales de derechos humanos. Si la opinión pública evalúa que esa 

reacción no se cumple, hay un déficit en el cumplimiento del mandato legal. 

Desde la administración de justicia, esto implica revisar no solo la 

normativa, sino su implementación, los recursos institucionales, la 

coordinación intersectorial, la especialización, la salvaguarda de afectadas y la 

ejecución penal. 

2.4.3.2. Grado de confianza en las instituciones judiciales para investigar 

feminicidios 

Dicho lo anterior, como se aprecia, cuando la afectada de un hecho de 

feminicidio (tipificado según el artículo 108-B del Código Penal Peruano) 

recurre al sistema de justicia espera no sólo la penalidad del agresor sino un 

procedimiento transparente, diligente, con medios técnicos especializados y 

con salvaguarda efectiva. 

La desconfianza ciudadana puede generar que muchas agraviadas o 

familiares no denuncien, que testigos no colaboren, que la impunidad se 

mantenga y por ende que la tipificación y sanción pierdan su fuerza real 

(Quispe, 2025). 

En tal sentido, la desconfianza en el régimen judicial además afecta la 

evaluación de la idoneidad del cuerpo normativo peruano: una ley bien 

diseñada pierde rendimiento si las entidades encargadas de ejecutarla carecen 

de recursos, especialización, mecanismos de rendición de cuentas o son 

percibidas como ineficaces o corruptas. 



43 

En el informe del INEI sobre gobernabilidad y confianza institucional se 

observa que la criminalidad y la debilidad institucional se posicionan entre los 

problemas más señalados por la ciudadanía. 

Vale señalar que si una familia que pierde a una fémina afectada de 

asesinato por género acude a la fiscalía local para denunciar. Sin embargo, 

conocen que en su jurisdicción los supuestos han demorado más de 12 meses 

en pasar de indagación a juicio, que no hay unidad de peritos especializada, y 

que en los medios circulan denuncias de intervenciones policiales negligentes. 

Vale señalar que ante ello, más del 70% de los entrevistados en la 

encuesta citada indican que “no confían en la justicia”. Dicho lo anterior, ese 

desencanto alimenta la idea de que “más pena” es la única solución, sin 

atender la eficiencia del aparato. Esta desconfianza hace que los familiares 

presionen por una condena rápida y severa, pero cuando el proceso tarda o la 

sentencia es indulgente, se desencanta. 

En ese escenario la confianza institucional es baja. Esto afecta la 

denuncia, la prueba, la sanción y la prevención. 

2.4.3.3. Sentimiento de inseguridad en la población debido al feminicidio 

Por otro lado, en el plano operativo, cuando una región registra un 

aumento de feminicidios o estos adquieren fuerte visibilidad mediática, la 

población interpreta que el mecanismo estatal gestiona de modo deficiente la 

problemática. Tal visión puede derivar en menor cooperación institucional 

menos denuncias, menos testigos o bien en presión hacia respuestas 

simplificadas como penas máximas o prisión vitalicia, que no necesariamente 

contemplan factores de implementación ni prevención estructural. 
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Cabe enfatizar que como se advierte, si la norma existe pero la 

sensación de inseguridad se mantiene elevada, ello evidencia una brecha entre 

el mandato legal y su concreción fáctica. Bajo esa lógica, el sentimiento de 

inseguridad opera simultáneamente como indicador de los repercusiones de la 

violencia sexista y como síntoma de la rendimiento tanto del aparato 

jurisdiccional como de las estrategias de protección a las afectadas. 

Hay que precisar que como ejemplo, la encuesta de Ipsos Perú indica 

que el 70 % de la población peruana califica la agresión contra las mujeres 

como «muy grave», y un porcentaje considerable declara desconocer a dónde 

recurrir cuando presencia una violencia (Palomino, 2023). 
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CAPITULO III 

METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 

 

3.1. Métodos de la investigación 

3.1.1. Enfoque de la investigación 

Si bien la presente investigación se llevó a cabo dentro del paradigma 

cuantitativo, el cual, de acuerdo con Hernández, Fernández y Baptista (2017), 

se sustenta en la observación objetiva del entorno real y en el estudio 

cuantificable de los fenómenos sociales. Dicho óptica hizo posible analizar el 

asesinato por género en tanto expresión del punitivismo populista, a través de 

la medición empírica de las valoraciones ciudadanas y las actuaciones 

estatales ante la maltrato sexista en la provincia de Puno. 

Vale la pena anotar que bajo esta orientación, el investigación se dirigió 

a recopilar, procesar y correlacionar informaciones numéricos obtenidos a 

través de un cuestionario estructurado, con el fin de detectar tendencias y 

vínculos significativos entre las variables formuladas. 

3.1.2. Método aplicado en la investigación 

Visto lo anterior, en esta indagación se empleó el cauce hipotético-

deductivo, propuesto por Karl Popper, que constituye un recurso medular para 

producir conocimiento científico bajo el paradigma positivista. Dicho cauce 
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arranca de la identificación de un problemática empírico específico en este 

caso, la repercusión del punitivismo populista sobre la valoración ciudadana 

respecto de la eficacia público ante el feminicidio en la provincia de Puno 

Partiendo de ese problemática, se formuló una hipótesis genérico junto 

con dos hipótesis específicas, respaldadas por desarrollos teóricos previos del 

prerrogativa penal, la criminología y la estrategia penal contemporánea. 

3.1.3. Tipo de investigación  

Conviene apuntar que se aplicó el tipo de examen básico. Se debe notar 

que donde este tipo de estudio. Por otro lado, es utilizado para abordar los 

desafíos contemporáneos que se originen (Narvaez, 2022). También 

denominado en el ámbito literario como pura o dogmática, es comúnmente 

utilizado en el ámbito científico con el propósito de ampliar y asimilar 

fundamentos teóricos, sin explorar extensamente las aplicaciones prácticas. 

3.1.4. Nivel de investigación  

Conviene recordar que vale la sanción anotar que se empleó el nivel 

explicativo, que de acuerdo con Rus (2021), se enfoca en la tarea de esclarecer 

y comprender las relaciones de causa y repercusión entre dos variables de 

análisis. Igualmente, esta método ayuda a comprender las razones 

subyacentes que explican los casos o desafíos, considerando no solo el motivo 

de su origen, sino también la forma en que se llevan a cabo. 

3.1.5. Diseño de investigación 

Cabe destacar que se hiso uso del diseño no experimental – transversal. 

El mismo que se enfoca en el indagación y observación de la cuestión y 

desafíos sin intervenir deliberadamente en los elementos identificados para a 
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posterior se lleve un examen en un tiempo determinado, teniendo en cuenta la 

consideración de su importancia en el contexto transversal (Huaire, 2019).  

3.2. Ámbito de investigación 

Por su parte, este examen se realizó en el espacio geográfico 

correspondiente a la provincia de Puno, perteneciente al departamento 

homónimo, situada en la meseta altiplánica del sur peruano. Vale anotar que 

dicho territorio. Además de albergar una densidad poblacional significativa, 

presenta elevados índices de violencia sexista y asesinato por género, 

conforme a los informes del MIMP (2024) y de la Fiscalia del Distrito 

correspondiente a Puno. 

A propósito de ello, la elección de este escenario obedece a la 

frecuencia de casos emblemáticos y a la necesidad de examinar cómo la 

ciudadanía valora las actuaciones del Estado ante la maltrato sexista, en un 

escenario donde la implementación de lineamientos punitivos ha cobrado 

creciente protagonismo. 

3.3. Población y muestra  

3.3.1. Población 

Si bien de acuerdo con el Ilustre Colegio de Abogados de Puno (2025), 

la población objeto de estudio está conformada por abogados con colegiatura 

habilitada y no habilitada. Esto incluye un total de 15,200 profesionales, según 

los datos publicados en su portal oficial. 

              Referencia bibliográfica: 

https://www.icap.org.pe/web/index.php/servicios/informacion-del-

abogado/busqueda-del-agremiado 

https://www.icap.org.pe/web/index.php/servicios/informacion-del-abogado/busqueda-del-agremiado
https://www.icap.org.pe/web/index.php/servicios/informacion-del-abogado/busqueda-del-agremiado
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Cabe destacar que dado que este examen aborda específicamente la 

violencia de género, se consideraron los datos proporcionados por el Centro 

de Emergencia Mujer (2024). Este informa que, en la región de Puno, 4 de 

cada 5 féminas son víctimas de algún tipo de agresión. Para el desarrollo del 

indagación, se contempla a los profesionales que integran las 19 oficinas del 

CEM. 

Esto incluye 76 trabajadores (coordinadores, psicólogos y asistentes 

comunitarios), quienes forman parte de la estructura del CEM en la región. La 

informaciones correspondiente está disponible en el Observatorio de Violencia 

Regional Puno. 

            Referencia bibliográfica: 

https://observatorioviolencia.regionpuno.gob.pe/wpcontent/uploads/202

4/08/Directorio-CEM-Regional-Puno.pdf 

3.3.2. Muestra 

Es preciso indicar que el tramitación de selección de la presenta se 

llevará a cabo mediante un muestreo censal. En suma, es que se trata de una 

población específica con profesionales versados en temas de violencia de 

género. A continuación, se detallan los criterios de inclusión y exclusión para 

los grupos seleccionados: 

1. Ilustre Colegio de Abogados de Puno (ICAP) 

o Criterio de inclusión: Abogados especializados en derecho penal y en 

violencia contra la mujer y grupos vulnerables, con colegiatura 

habilitada. 

o Criterio de exclusión: Abogados civilistas y aquellos con colegiatura 

inhábil. 

https://observatorioviolencia.regionpuno.gob.pe/wpcontent/uploads/2024/08/Directorio-CEM-Regional-Puno.pdf
https://observatorioviolencia.regionpuno.gob.pe/wpcontent/uploads/2024/08/Directorio-CEM-Regional-Puno.pdf
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2. Centro de Emergencia Mujer (CEM) 

o Criterio de inclusión: Personal de la oficina CEM Regular Puno, 

compuesto por 1 coordinador, 2 psicólogos y 1 asistente social, todos 

con experiencia en la atención a víctimas de violencia de género. 

o Criterio de exclusión: Personal de oficinas del CEM ubicadas fuera de 

la ciudad de Puno. 

Muestra total: Se encuestarán un total de 84 profesionales con 

experiencia y formación en temas de violencia de género, conformada por 

abogados especializados en violencia y personal del CEM de Puno. 

3.4. Técnicas e instrumentos para la recolección de información 

3.4.1. Técnicas de la investigación 

En la investigación se aplicó, la encuesta el cual se trata de un método, 

procedimiento utilizado para recopilar información relevante sobre los objetivos 

e hipótesis establecidos inicialmente. 

3.4.2. Instrumentos de la investigación 

Resulta interesante que en el investigación se aplicó el instrumento conocido 

como cuestionario, el cual, en literatura actual, se define como un recurso, o 

más específicamente, como un documento que contiene una serie de 

preguntas formuladas de forma coherente. Una herramienta fundamental 

dentro del enfoque cuantitativo, que nos permitió recopilar datos sobre la 

población seleccionada. 

3.5. Validez y confiabilidad del instrumento de investigación 

3.5.1. Validación de los instrumentos 

Más aún, la validación del instrumento se efectuó a través de el juicio de 

expertos, con la objetivo de garantizar la pertinencia, claridad y coherencia de 
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cada ítem en relación con las variables de examen: oportunismo punitivo y 

homicidio de féminas. Para ello, se contó con la revisión de tres especialistas 

en las áreas de Facultad Penal, Psicología y Metodología de la Indagación, 

quienes evaluaron la redacción, relevancia y adecuación de las preguntas 

conforme al marco normativo de la Ley N.º 30364, así como su 

correspondencia con los propósitos e hipótesis planteados. 

Los expertos emitieron observaciones menores orientadas al fortalecimiento 

de la redacción técnica y la precisión conceptual. Estas fueron incorporadas 

antes de la aplicación definitiva del cuestionario. 

3.5.2. Confiabilidad de los instrumentos 

Se debe notar que para determinar la consistencia interna del instrumento de 

recolección de informaciones, se aplicó el análisis de fiabilidad a través de el 

coeficiente Alfa de Cronbach, utilizando el software estadístico SPSS versión 

26. El cuestionario estuvo conformado por ocho ítems, distribuidos en dos 

dimensiones principales: oportunismo penal y visión ciudadana de la eficacia 

público frente al asesinato por género. 

Resulta interesante que cada ítem fue diseñado para evaluar, de forma 

requiere y coherente, la influencia de las políticas punitivas, las reformas 

judiciales y las estrategias comunicacionales en la apreciación pública de 

justicia penal en la provincia de Puno durante el año 2025. 
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Tabla 1 

Alfa de Cronbach 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach 
Alfa de Cronbach basada en 
elementos estandarizados 

N de elementos 

0.966 0.968 8 

Nota: Elaborado por Luz Mery Contreras Salas. 
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CAPITULO IV 

ANÁLISIS DE RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

 

4.1. Presentación 

Cabe destacar que desde esta perspectiva, las páginas siguientes exponen los 

hallazgos derivados de la aplicación del instrumento de recolección a la muestra 

seleccionada, integrada por 84 participantes abogados, funcionarios 

jurisdiccionales y habitantes de la provincia de Puno, quienes fueron 

seleccionados en virtud de su conocimiento o experiencia en torno al homicidio 

de mujeres y las estrategias punitivas del Estado. 

Los hallazgos se presentan a través de tablas y figuras que recogen valores 

absolutos y porcentuales, producto del procesamiento estadístico realizado con 

el programa SPSS versión 26. 

Como bien se sabe, cada tabla y figura se vincula de forma directa con los 

finalidades específicos y las variables del investigación, encaminadas a 

establecer la efecto del punitivismo populista sobre la visión ciudadana acerca de 

la eficacia gubernamental ante el asesinato por género. Así, los informaciones 

cuantitativos recabados posibilitan la identificación de patrones de contestación y 

grados de correlación entre las dimensiones examinadas, asegurando una 

interpretación rigurosa, coherente y fundamentada en evidencia empírica. 
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4.2. Análisis e interpretación de los datos 

Tabla 2 

Tabla Cruzada Hipótesis General 

  ¿Cree que la 
respuesta del 

Estado frente al 
feminicidio ha 

sido oportuna y 
eficaz? 

Total 

No. Sí,. 

¿Considera 
usted que el 
incremento de 
penas ha 
reducido los 
casos de 
feminicidio? 

No,  Recuento 13 3 16 

% dentro de ¿Considera 
usted que el incremento 
de penas ha reducido los 
casos de feminicidio? 

81.3% 18.8% 100.0% 

% dentro de ¿Cree que la 
respuesta del Estado 
frente al feminicidio ha 
sido oportuna y eficaz? 

86.7% 4.3% 19.0% 

Sí,  Recuento 2 66 68 

% dentro de ¿Considera 
usted que el incremento 
de penas ha reducido los 
casos de feminicidio? 

2.9% 97.1% 100.0% 

% dentro de ¿Cree que la 
respuesta del Estado 
frente al feminicidio ha 
sido oportuna y eficaz? 

13.3% 95.7% 81.0% 

Total Recuento 15 69 84 

% dentro de ¿Considera 
usted que el incremento 
de penas ha reducido los 
casos de feminicidio? 

17.9% 82.1% 100.0% 

% dentro de ¿Cree que la 
respuesta del Estado 
frente al feminicidio ha 
sido oportuna y eficaz? 

100.0% 100.0% 100.0% 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 1 

Tabla Cruzada Hipótesis General 

 

Nota: Instrumento aplicado. Elaborado Luz Mery Contreras Salas. 

Interpretación: El cuadro de contingencia revela que el 97.1% de los 

consultados que sostienen que «el incremento de penas contribuyó a disminuir los 

supuestos de feminicidio» asimismo valoran como «oportuna y eficaz» la respuesta 

del Estado, en tanto apenas el 2.9% de ese grupo opina lo contrario. En sentido 

inverso, el 81.3% de quienes estiman que «el aumento de sanciones careció de 

impacto significativo» además juzgan que «la actuación público no fue oportuna ni 

eficaz» (Idme, 2024). 

Más aún, este fruto se articula directamente con el Objetivo General, orientado 

a «establecer de qué forma la demagogia sancionadora repercute en la percepción 

colectiva acerca de las actuaciones estatales ante el homicidio de mujeres», así como 

con la Hipótesis General (HG), según la cual «la demagogia sancionadora repercute 

de manera significativa en la análisis comunitario sobre la rendimiento público frente 
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al homicidio de féminas». Tales proporciones revelan una asociación directa y robusta 

entre la visión de efectividad de la sanción y la evaluación de la respuesta 

gubernamental. 

Como puede notarse, la matriz confirma que la percepción de la eficacia estatal 

en Puno se encuentra fuertemente mediada por la aprobación de lineamientos 

punitivos. Tal comportamiento social pone de manifiesto un fenómeno característico 

del punitivismo penal contemporáneo, donde la comunidad equipara justicia con rigor 

punitivo y no con la calidad procesal ni la prevención estructural del ilícito (Mendez, 

2023). 
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Tabla 3 

Tabla Cruzada Hipótesis Específica 1 

  ¿Percibe que la implementación de 
leyes más severas ha sido efectiva 

frente a la violencia de género? 

Total 

No Sí 

¿Cree 
que las 
políticas 
públicas 
punitivas 
mejoran 
la 
seguridad 
de las 
mujeres? 

No. Recuento 12 3 15 

% las políticas 
públicas 
mejoran la 
seguridad de 
las mujeres 

80.0% 20.0% 100.0% 

%la 
implementación 
de leyes más 
severas ha sido 
efectiva frente a 
la violencia de 
género 

75.0% 4.4% 17.9% 

Sí, Recuento 4 65 69 

% las políticas 
públicas 
mejoran la 
seguridad de 
las mujeres 

5.8% 94.2% 100.0% 

% la 
implementación 
de leyes más 
severas ha sido 
efectiva frente a 
la violencia de 
género 

25.0% 95.6% 82.1% 

Total Recuento 16 68 84 

% las políticas 
públicas 
mejoran la 
seguridad de 
las mujeres 

19.0% 81.0% 100.0% 

%la 
implementación 
de leyes más 
severas ha sido 
efectiva frente a 
la violencia de 
género 

100.0% 100.0% 100.0% 

Nota: Instrumento aplicado. Elaborado por Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 2 

Tabla Cruzada Hipótesis Específica 1 

 

Nota: Instrumento aplicado. Elaborado por Luz Mery Contreras Salas. 

 

Visto lo anterior, interpretación: Los resultados indican que el 94.2% de los 

consultados que estiman que «las estrategias públicas sancionadoras robustecen el 

resguardo y la seguridad femenina» también estiman que «la normativa más rigurosa 

ha demostrado efectividad ante la agresión sexista». Por el contrario, el 80% de 

quienes opinan que «dichas estrategias no mejoraron el resguardo» perciben además 

que «la legislación sancionadora careció de efectividad» (Mendez, 2023). 

A propósito de ello, bajo esta lógica, los datos empíricos confirman ambas 

proposiciones: la ciudadanía que evalúa positivamente la estrategia sancionatoria 

muestra asimismo altos grados de credibilidad respecto a la eficacia de las normas 

sancionadoras, con una convergencia porcentual superior al 90%. El cruzamiento de 
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dichas variables habilita contrastar la HE1, que postula la existencia de normativa 

sancionatoria adoptada como dispositivo para fortalecer la seguridad femenina, con 

la HE2, según la cual la efectividad percibida de la legislación más rigurosa condiciona 

la legitimidad comunitario del aparato penal.En tal sentido, este patrón señala una 

relación sumamente coherente entre ambas variables: la ciudadanía que observa 

utilidad en las estrategias punitivas tiende también a evaluar favorablemente los 

cambios legislativos sancionadores. Es indispensable señalar que la lectura de esta 

matriz comprueba que el discurso penal en territorio peruano ha logrado consolidarse 

como mecanismo de legitimación gubernamental ante la crisis de seguridad que 

enfrentan las mujeres. En la región de Puno, dicho fenómeno se intensifica por la 

desconfianza histórica frente a los órganos jurisdiccionales y la demanda colectiva de 

respuestas inmediatas.Así, la ciudadanía asume que el único camino para asegurar 

protección reside en una normativa más rigurosa y penalidades ejemplares, pese a 

que estos no necesariamente reducen los niveles de violencia (Robles, 2023). 
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Tabla 4 

Tabla Cruzada Hipótesis Específica 2 

  ¿Cree que las 
campañas 

gubernamentales 
sobre penas severas 

sensibilizan a la 
población? 

Total 

No Sí, 

¿Percibe que la 
implementación 
de leyes más 
severas ha sido 
efectiva frente a 
la violencia de 
género? 

No Recuento 13 3 16 

% la implementación de 
leyes más severas ha 
sido efectiva frente a la 
violencia de género 

81.3% 18.8% 100.0% 

% las campañas 
gubernamentales 
sobre penas severas 
sensibilizan a la 
población 

86.7% 4.3% 19.0% 

Sí. Recuento 2 66 68 

%la implementación de 
leyes más severas ha 
sido efectiva frente a la 
violencia de género 

2.9% 97.1% 100.0% 

% las campañas 
gubernamentales 
sobre penas severas 
sensibilizan a la 
población 

13.3% 95.7% 81.0% 

Total Recuento 15 69 84 

% la implementación de 
leyes más severas ha 
sido efectiva frente a la 
violencia de género 

17.9% 82.1% 100.0% 

% las campañas 
gubernamentales 
sobre penas severas 
sensibilizan a la 
población 

100.0% 100.0% 100.0% 

Nota: Instrumento aplicado. Elaborado por Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 3 

Tabla Cruzada Hipótesis Específica 2 

 

Nota: Instrumento aplicado. Elaborado por Luz Mery Contreras Salas. 

En este punto, interpretación: El cuadro de contingencia exhibe que el 97.1 % 

de quienes estiman que «la legislación sancionadora ha demostrado eficacia ante la 

maltrato sexista» también consideran que «las iniciativas comunicacionales del 

Estado consiguen concienciar a la ciudadanía acerca de las sanciones rigurosas». En 

sentido opuesto, el 81.3 % de los consultados que juzgan ineficaz dicha regulación 

coinciden en señalar que «tales iniciativas no conciencian a la ciudadanía» (Mamani, 

2024). Que más del 80 % de los participantes mantenga coherencia entre su examen 

de la rendimiento legal y la efectividad comunicativa del Estado demuestra que la 

estrategia penal y la comunicación pública se retroalimentan mutuamente: cada cual 

refuerza simbólicamente a la otra. 
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De hecho, tal reparto porcentual refleja una correspondencia prácticamente 

perfecta entre la credibilidad comunitario atribuida a la norma y la rendimiento 

comunicacional del aparato público, indicando que el impacto del punitivismo 

populista trasciende lo regulatorio y se proyecta como construcción simbólica dentro 

del imaginario colectivo. En tal sentido, dicho patrón revela de qué manera la 

población asimila la legitimidad del Estado sancionador al percibir consonancia entre 

discurso y disposición. Sin embargo, desde la perspectiva del derecho penal 

garantista, tal correlación suscita una crítica profunda: las campañas mediáticas 

promotoras de penalidades extremas pueden desvirtuar la finalidad preventiva del 

ordenamiento penal, convirtiendo la administración de justicia en un ejercicio de 

propaganda institucional.Cabe agregar que vale la sanción anotar que la evidencia 

ratifica que, para el caso puneño en 2025, la población asocia el logro de las políticas 

contra el homicidio de mujeres no tanto con desenlaces jurisdiccionales o sociales 

palpables, sino con la aptitud estatal para proyectar firmeza y rigor. Las iniciativas 

comunicacionales oficiales, lejos de limitarse a funciones meramente informativas, 

operan como mecanismos legitimadores del punitivismo populista, afianzando la 

convicción de que el endurecimiento normativo representa un instrumento eficaz de 

normativa social (Suarez & Rodríguez, 2022).
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Tabla 5 

¿Considera usted que el incremento de penas ha reducido los casos de feminicidio? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaj

e válido 

Porcentaj

e 

acumulad

o 

Váli

do 

No, el incremento 

de penas no ha 

tenido un impacto 

significativo en la 

reducción de 

casos. 

14 16,7 16,7 16,7 

Sí, el incremento 

de penas ha 

contribuido a 

reducir los casos 

de feminicidio. 

70 83,3 83,3 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

Figura 4 

¿Considera usted que el incremento de penas ha reducido los casos de feminicidio? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Bajo esa lógica, interpretación: Los hallazgos revelan que el 83.3 % de los 

consultados estima que el incremento de penas contribuyó a disminuir los supuestos 

de feminicidio, mientras el 16.7 % lo estima ineficaz. Desde la enfoque jurídica, dicha 

estudio se inscribe dentro del fenómeno de la demagogia sancionadora que, como 

señala Mamani (2024), se asegura cuando la colectividad atribuye al sanción una 

función simbólica de control y resarcimiento. 

Vale la pena anotar que este dato evidencia una fuerte adhesión social al 

paradigma penal, en el cual la ciudadanía equipara severidad penal con eficacia 

preventiva. En el escenario peruano, esta opinión pone de manifiesto que la mayoría 

estima satisfactorio el rigor penal tales como la reclusión perpetua o las agravantes 

específicas del feminicidio contempladas en el artículo 108-B del Código Penal, 

aunque ello no implique necesariamente una disminución efectiva de los ilícitos 

(Suarez y Rodríguez, 2022). 

Tabla 6 

¿Cree que las políticas públicas punitivas mejoran la seguridad de las mujeres? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaj

e válido 

Porcentaj

e 

acumulad

o 

Váli

do 

No, las políticas 

punitivas no han 

mejorado la 

seguridad de las 

mujeres. 

16 19,0 19,0 19,0 

Sí, las políticas 

punitivas fortalecen 

la protección y 

seguridad de las 

mujeres. 

68 81,0 81,0 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 5 

¿Cree que las políticas públicas punitivas mejoran la seguridad de las mujeres? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

 

Resulta interesante que interpretación: En esta tabla, el 81% de los 

consultados pondera que las estrategias punitivas robustecen el resguardo y la 

seguridad femenina, en tanto el 19 % sostiene una postura crítica. No se puede dejar 

de mencionar que tal hallazgo confirma la Hipótesis Específica 1 (HE1). Esta postula 

que la adopción de lineamientos punitivos se percibe como instrumento de resguardo 

colectivo. 

Resulta interesante que la ciudadanía interpreta la castigo como equivalente 

de seguridad, validando así las reformas incorporadas por la Ley N°30364, que 

intensifica la persecución penal de la violencia familiar. Empero, desde la corriente 

criminológica feminista se advierte que estas políticas, centradas únicamente en el 

sanción, no alteran las condiciones estructurales de inequidad que generan la 

violencia (Calle y Villanueva, 2022). 

). 
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Tabla 7 

¿Percibe que la implementación de leyes más severas ha sido efectiva frente a la 

violencia de género? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaj

e válido 

Porcentaj

e 

acumulad

o 

Váli

do 

No, las políticas 

punitivas no han 

mejorado la 

seguridad de las 

mujeres. 

16 19,0 19,0 19,0 

Sí, las políticas 

punitivas fortalecen 

la protección y 

seguridad de las 

mujeres. 

68 81,0 81,0 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

Figura 6 

¿Percibe que la implementación de leyes más severas ha sido efectiva frente a la 

violencia de género? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas 
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Por su parte, interpretación: Los informaciones señalan que el 84.5% estima 

que la normativa más rigurosa ha resultado efectiva ante la agresión sexista, mientras 

solo el 15.5% opina en sentido contrario. Ahora bien, este resultado consolida la 

noción de que el rigor penal legislativo ha sido asimilado como sinónimo de eficacia 

público. Sin embargo, esta credibilidad colectivo contrasta con la realidad 

jurisdiccional: conforme a datos de la Fiscalía de la Nación (2024), más del 60 % de 

las causas por asesinato por género en la zona meridional registran dilaciones o 

archivamientos. 

Conviene apuntar que en términos jurídicos, tal valoración valida parcialmente 

la estrategia penal adoptada por el Estado peruano a partir de 2017, que extendió los 

umbrales sancionatorios aplicables a delitos de maltrato sexual y asesinato por 

género (Quispe, 2025) 

Tabla 8 

¿Opina que las reformas en el sistema judicial han endurecido realmente los 

castigos? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Váli

do 

No, las leyes más 

severas no han sido 

efectivas frente a la 

violencia de género. 

13 15,5 15,5 15,5 

Sí, las leyes más 

severas han 

demostrado 

efectividad frente a 

la violencia de 

género. 

71 84,5 84,5 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 7 

¿Opina que las reformas en el sistema judicial han endurecido realmente los 

castigos? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

En este punto, interpretación: El 88.1 % de los encuestados pondera que las 

reformas judiciales han fortalecido los castigos, frente a un 11.9% que las percibe 

como insuficientes. Sin embargo, desde el plano técnico, el Poder Judicial peruano 

no ha consolidado una política uniforme que garantice celeridad ni proporcionalidad 

en las sentencias por asesinato por género (Cruz et al., 2023). 

Vale la pena anotar que este hallazgo refuerza la idea de que el poblador 

puneño valora positivamente los cambios institucionales asociados a la aplicación 

penal. En tal sentido, la percepción de rendimiento puede derivar del aumento 

mediático de condenas ejemplares, pero no necesariamente de una optimiza en la 

capacidad investigativa. Así, la tabla refleja un desfase entre percepción y eficacia 

procesal, ratificando la Hipótesis General (HG): el populismo penal origina confianza 

simbólica más que resultados sustantivos (Quispe, 2023) 
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Tabla 9 

¿Considera que las estrategias de comunicación estatal influyen en la percepción 

del feminicidio? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Váli

do 

No, las estrategias 

de comunicación 

estatal no influyen 

en la percepción del 

feminicidio. 

10 11,9 11,9 11,9 

Sí, las estrategias 

de comunicación 

estatal generan 

conciencia y 

sensibilización 

frente al feminicidio. 

74 88,1 88,1 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

Figura 8 

¿Considera que las estrategias de comunicación estatal influyen en la percepción 

del feminicidio? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Resulta interesante que interpretación: La tabla evidencia con un 88.1% de 

aprobación, la mayoría considera que las estrategias de comunicación estatal 

generan conciencia frente al asesinato por género. No obstante, la doctrina penal 

moderna sostiene que tales estrategias, cuando se centran únicamente en el 

penalidad, refuerzan el pánico moral y alimentan la lógica de la “pena espectáculo” 

(Arellano, 2021). 

Conviene apuntar que este fruto evidencia que las campañas públicas cumplen 

una función pedagógica de sensibilización. En Puno, la comunicación público parece 

más orientada a visibilizar la acción del Estado que a promover mecanismos de 

prevención comunitaria. Ello demuestra que la función comunicacional del derecho 

penal ha sido instrumentalizada para legitimar la severidad de las sanciones, 

reforzando la confianza simbólica de la población (Najarro, 2023). 

Tabla 10 

¿Cree que las campañas gubernamentales sobre penas severas sensibilizan a la 

población? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaj

e válido 

Porcentaj

e 

acumulad

o 

Váli

do 

No, las campañas 

gubernamentales 

no sensibilizan a la 

población sobre las 

penas severas. 

13 15,5 15,5 15,5 

Sí, las campañas 

gubernamentales 

logran sensibilizar 

a la población 

sobre las penas 

severas. 

71 84,5 84,5 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas 
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Figura 9 

¿Cree que las campañas gubernamentales sobre penas severas sensibilizan a la 

población? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

Vale señalar que interpretación: Los hallazgos confirman que 84.5% de los 

encuestados cree que las campañas gubernamentales logran sensibilizar a la 

población, frente a un 15.5 % que no lo percibe así. Sin embargo, este incidencia 

suele ser más simbólico que real. Pues la sensibilización se origina a nivel emocional, 

no conductual.Ahora bien, desde el perspectiva jurídico-penal, estas campañas se 

amparan en el principio de prevención general positiva, buscando disuadir conductas 

delictivas mediante el miedo a la penalidad. Este dato presenta una alta convergencia 

con la tabla anterior, confirmando que la comunicación estatal y las políticas punitivas 

actúan de forma conjunta (Zamora, 2025). 

En el contexto altiplánico, donde los niveles de confianza institucional son 

bajos, este tipo de campañas refuerza la legitimidad del Estado penal, más que 

generar cambios culturales sostenibles (Gómez, 2023). 
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Tabla 11 

¿Confía en la capacidad del sistema judicial para investigar casos de feminicidio? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulad

o 

Váli

do 

No, no confío en la 

capacidad del 

sistema judicial 

para investigar 

adecuadamente los 

casos de 

feminicidio. 

13 15,5 15,5 15,5 

Sí, confío en la 

capacidad del 

sistema judicial 

para investigar 

adecuadamente los 

casos de 

feminicidio. 

71 84,5 84,5 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

Figura 10 

¿Confía en la capacidad del sistema judicial para investigar casos de feminicidio? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Es preciso indicar que interpretación: La tabla evidencia un 84.5 % de los 

participantes afirma confiar en la capacidad del aparato judicial para investigar los 

feminicidios, mientras 15.5% expresa desconfianza. Este hallazgo revela un dato 

positivo, aunque paradójico: la población confía en la institución que más 

cuestionamientos recibe por lentitud procesal y falta de especialización. 

Vale la pena anotar que por tanto, esta confianza parece derivar más del 

repercusión legitimador de las reformas punitivas que de la experiencia real de 

justicia. Vale la pena anotar que según Gómez (2023), en Puno sólo el 43% de los 

supuestos de homicidio de mujeres llega a sentencia. En términos de política criminal, 

esta apreciación legitima la actuación estatal, pero además oculta las deficiencias 

estructurales del mecanismo judicial, ratificando la vigencia del oportunismo penal 

como discurso hegemónico (Tito y Ramos, 2024). 

Tabla 12 

¿Cree que la respuesta del Estado frente al feminicidio ha sido oportuna y eficaz? 

 Frecuen

cia 

Porcent

aje 

Porcentaj

e válido 

Porcentaj

e 

acumulad

o 

Váli

do 

No, la respuesta 

del Estado no ha 

sido oportuna ni 

eficaz frente al 

feminicidio. 

12 14,3 14,3 14,3 

Sí, la respuesta del 

Estado ha sido 

oportuna y eficaz 

frente al 

feminicidio. 

72 85,7 85,7 100,0 

Total 84 100,0 100,0  

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 
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Figura 11 

¿Cree que la respuesta del Estado frente al feminicidio ha sido oportuna y eficaz? 

 

Nota: Instrumento aplicado. Luz Mery Contreras Salas. 

En tal sentido, interpretación: La tabla indica que el 85.7% de los consultados 

estima que la actuación estatal resultó adecuada y eficaz, mientras el 14.3% restante 

la califica como ineficiente. Este indicador, consonante con las tendencias previas, 

ratifica la aceptación del perspectiva sancionatorio en tanto medida central de 

amparo. 

De hecho, no obstante, dicho optimismo contrasta con los informes de Tito y 

Ramos (2024), quienes identifican deficiencias en la atención temprana, la 

fiscalización y la ejecución de salvaguardas. Desde la óptica del prerrogativa público, 

ello evidencia una brecha entre el mandato legal y su concreción práctica, en la cual 

la ciudadanía percibe un Estado contundente en el discurso pero frágil en su accionar 

concreto. 

La corroboración empírica de dicha tendencia refuerza la Hipótesis Ordinario 

(HG): el punitivismo populista, si bien suscita credibilidad, no garantiza justicia 

material ni disminución del homicidio de mujeres (Zela y Pacompia, 2024). 
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4.3. Prueba de hipótesis 

Prueba de hipótesis especifica número uno  

La implementación de políticas punitivas, como penas más severas, contribuye a 

una mayor percepción de seguridad en la población y a una reducción en la tasa 

de feminicidios, Puno 2025. 

Ho: La implementación de políticas punitivas, como penas más severas, no 

contribuye a una mayor percepción de seguridad en la población y a una 

reducción en la tasa de feminicidios, Puno 2025. 

Ha: La implementación de políticas punitivas, como penas más severas, si 

contribuye a una mayor percepción de seguridad en la población y a una 

reducción en la tasa de feminicidios, Puno 2025. 

Tabla 13 

Pruebas de chi-cuadrado 

Pruebas de chi-cuadrado 

  Valor df 
Significación asintótica 

(bilateral) 
Significación exacta 

(bilateral) 
Significación exacta 

(unilateral) 

Chi-cuadrado de 
Pearson 

54,149a 1 0.000     

Corrección de 
continuidadb 

48.942 1 0.000     

Razón de 
verosimilitud 

45.341 1 0.000     

Prueba exacta de 
Fisher 

      0.000 0.000 

N de casos válidos 84         

a. 1 casillas (25,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 2,86. 

 

4.4. Discusión de resultados  

Discusión del primer objetivo especifico 

Por su parte, a meta de ello, en relación con el primer meta específico, orientado 

a analizar la relación entre las políticas públicas punitivas y la seguridad percibida 
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de las mujeres, los frutos evidencian que la gran mayoría de los encuestados, 

81.0%, considera que las medidas punitivas adoptadas por el Estado fortalecen 

la protección y seguridad femenina. En cambio, solo un 19.0% presenta una 

postura crítica frente a su rendimiento. 

Cabe destacar que esta tendencia cuantitativa revela que la población puneña 

mantiene una alta aceptación del enfoque penal retributivo como herramienta 

central en la lucha contra el homicidio de mujeres. Esto coincide con el discurso 

político-penal predominante en el país, sustentado en el aumento de penas y la 

creación de nuevos tipos agravados. 

Discusión del segundo objetivo especifico 

Como bien se sabe, en relación con el segundo finalidad específico, orientado a 

determinar el impacto de las estrategias comunicacionales estatales en la 

sensibilización ciudadana frente al feminicidio, los resultados obtenidos reflejan 

una correlación directa entre la percepción de efectividad de las leyes más 

severas y la valoración positiva de las campañas gubernamentales. 

Conviene apuntar que los antecedentes muestran que un 84.5% de los 

participantes considera que las acciones comunicacionales sobre sanciones 

severas logran sensibilizar a la población. Es necesario subrayar que en cambio, 

un 15.5 % mantiene una apreciación contraria. Este alto nivel de coincidencia 

evidencia que el discurso público orientado al castigo influye significativamente 

en la legitimación simbólica del sistema penal, generando confianza social en la 

potestad penal. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El valoración demuestra que el populismo sancionatorio constituye un eje 

central en la configuración de las políticas criminales y de la percepción 

ciudadana frente al homicidio de mujeres en Puno durante 2025. Los 

resultados estadísticos, con niveles de aceptación superiores al 80% en 

todas las dimensiones, confirman que la población asocia la severidad 

penal con la rendimiento gubernamental, consolidando una percepción 

simbólica del derecho como instrumento de potestad y no 

necesariamente de justicia material.Esta tendencia valida el objetivo 

ordinario, al evidenciar que el populismo penal influye significativamente 

en la valoración colectivo del desempeño gubernamental frente a la 

violencia de género. 

SEGUNDA.- Los hallazgos confirman que la ciudadanía interpreta la represión penal 

como un sinónimo de tutela. Vale la pena anotar que con un 81% de 

encuestados a favor del fortalecimiento de la seguridad femenina a través 

de dispositivos coercitivas, el finalidad específico 1 se valida plenamente. 

La población percibe que las leyes más duras y las penas ejemplares 

constituyen mecanismos de defensa colectivo frente a la violencia de 

género.No obstante, desde el análisis jurídico-criminológico, este fruto 

refleja una confianza excesiva en la función simbólica del derecho penal, 

que no necesariamente se traduce en una mejora real de la seguridad. 

TERCERA.- Los hallazgos reflejan una correlación directa entre la efectividad percibida 

de las leyes severas (84.5%) y la credibilidad en las campañas 

gubernamentales (84.5%). Esto confirma el meta específico 2, que 

plantea que la difusión de discursos punitivos fortalece la legitimidad 
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institucional frente al homicidio de mujeres.Es preciso indicar que por 

tanto, se concluye que la política criminal peruana ha desplazado su eje 

de la prevención estructural hacia la rendimiento simbólica, consolidando 

una justicia de carácter performativo donde la imagen del penalidad se 

impone sobre su verdadera capacidad reparadora y transformadora. La 

ciudadanía, al percibir coherencia entre la disposición y la propaganda 

estatal, reafirma su confianza en el régimen penal, aun cuando los 

hallazgos reales sean insuficientes.En términos jurídicos, este hallazgo 

evidencia que el Estado no sólo ejerce poder a través del derecho, sino 

también mediante la comunicación del castigo como mensaje político. 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERA. – Se recomienda que el Estado peruano reoriente su política delictivo 

desde una lógica sancionatoria hacia un óptica integral de justicia de 

condición. La evidencia demuestra que el demagogia política penal, 

aunque genera confianza ciudadana, no reduce estructuralmente el 

homicidio de mujeres, por lo que se recomienda fortalecer los 

mecanismos de prevención temprana, atención interdisciplinaria y 

rehabilitación colectivo.En lugar de limitar la acción estatal al incremento 

de penas, deben implementarse políticas públicas que integren 

educación, igualdad y acceso efectivo a la justicia. 

SEGUNDA. – Es necesario que las políticas dirigidas a proteger a las mujeres 

trasciendan la función retributiva del castigo, incorporando acciones 

comunitarias y educativas sostenidas. El Ministerio de la Mujer y 

Poblaciones Vulnerables (MIMP), junto con los gobiernos locales de 

Puno, deberían desarrollar programas de sensibilización basados en 

derechos humanos, que promuevan la denuncia temprana y la atención 

psicológica y jurídica gratuita. 

TERCERA. – Las estrategias comunicacionales deben centrarse en educar a la 

ciudadanía sobre los derechos de las mujeres, los mecanismos de 

denuncia, la asistencia legal y la prevención comunitaria, en lugar de 

exaltar el endurecimiento legal como única solución. Igualmente, el 

Estado debe garantizar la participación activa de organizaciones civiles 

y académicas en el diseño de estas campañas, promoviendo una 

narrativa que priorice la igualdad, la prevención y la justicia restaurativa. 
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Apéndice 1 

Matriz de consistencia 

Título: FEMINICIDIO COMO MANIFESTACIÓN DEL POPULISMO PUNITIVO, PERCEPCIONES CIUDADANAS Y 

RESPUESTAS ESTATALES FRENTE A LA VIOLENCIA DE PUNO, 2025 

PROBLEMAS OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABL
ES 

METODOLOGÍA 

PROBLEMA GENERAL OBJETIVO GENERAL HIPÓTESIS GENERAL 

PG. ¿Cómo influye el 
populismo punitivo en la 
percepción ciudadana y 
las respuestas estatales 
frente a la violencia de 
género, particularmente 
el feminicidio, Puno 
2025? 

OG. Evaluar la relación 
entre el populismo 
punitivo, las 
percepciones 
ciudadanas y las 
respuestas estatales 
frente a la violencia de 
género, con énfasis en 
el feminicidio, Puno 
2025. 

HG. El populismo 
punitivo tiene una 
influencia 
significativa en la 
percepción ciudadana 
del feminicidio y en 
las respuestas 
estatales, generando 
una relación directa 
entre políticas 
punitivas y la 
efectividad en la 
prevención de la 
violencia de género, 
Puno 2025. 

Variable 
Independie

nte: 
 

Populism
o punitivo 

Enfoque: Cuantitativo. 

Método: Hipotético-deductivo 

Tipo: Básico. 

Nivel: Correlacional 

Diseño: No experimental. 

Población: 15,200 
profesionales, según los datos 
publicados en su portal oficial, 

PROBLEMAS 
ESPECÍFICOS 

OBJETIVOS 
ESPECÍFICOS 

HIPÓTESIS 
ESPECÍFICAS 

PE1. ¿Qué impacto tiene 
la implementación de 
políticas punitivas en la 
reducción de los 
feminicidios, Puno 2025?
  

OE1. Identificar el 
impacto de las 
políticas punitivas 
implementadas por el 
Estado en la 
percepción pública 
sobre la violencia de 

HE1. La 
implementación de 
políticas punitivas, 
como penas más 
severas, contribuye a 
una mayor percepción 
de seguridad en la 

Como puede notarse, exhibe: 
Se aplicó el muestreo aleatorio 
simple. Por tanto, la exhibe se 
encuentra conformado por 60 
encuestados, equivalente al 
83% de la población total y 19 
oficinas del CEM. Esto incluye 

Variable 
dependient

e: 
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género y feminicidio, 
Puno 2025.  

población y a una 
reducción en la tasa 
de feminicidios, Puno 
2025.  

Feminicidi
o 

Efectivida
d de la 
medida 

provision
al de 

acogimien
to y 

materializ
ación de 

la 
protecció
n del niño 

76 trabajadores (coordinadores, 
psicólogos y asistentes 
sociales) 

Técnica e instrumentos: 
Encuesta y cuestionario 
LIKERT. 

PE2. ¿Cómo perciben los 
ciudadanos de Puno las 
respuestas estatales 
ante el feminicidio y las 
políticas de 
fortalecimiento del 
sistema judicial, Puno 
2025?  

OE2. Examinar las 
respuestas del 
sistema judicial y las 
fuerzas del orden 
frente a los 
feminicidios en Puno, 
evaluando su 
efectividad y la 
percepción ciudadana 
de las mismas, Puno 
2025.  

HE2. Las respuestas 
estatales frente a los 
feminicidios, a través 
de la mejora de 
protocolos y la 
capacitación de 
fuerzas del orden, 
están positivamente 
correlacionadas con 
la percepción de la 
ciudadanía sobre la 
justicia y la eficacia 
del sistema judicial, 
Puno 2025.  

Muestreo: Por conveniencia. 

 

Nota. La tabla muestra la matriz de consistencia
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Apéndice 2 

Instrumento de la investigación 

Cuestionario  

INSTRUCCIONES PARA EL ENCUESTADO 

Lea atentamente cada pregunta y seleccione una de las dos alternativas disponibles 

marcando con una 'X' la opción que considere correcta. No existen respuestas buenas 

o malas; se solicita responder con sinceridad en base a su experiencia y percepción 

personal. 

Escala de respuesta utilizada: 

▪ Sí: cuando el encuestado está de acuerdo o considera que el enunciado es 

verdadero. 

▪ No: cuando el encuestado no está de acuerdo o considera que el enunciado es 

falso. 

CUESTIONARIO APLICADO 

1. ¿Considera usted que el incremento de penas ha reducido los casos de 

feminicidio? 

A. Sí, el incremento de penas ha contribuido a reducir los casos de feminicidio 

B. No, el incremento de penas no ha tenido un impacto significativo en la 

reducción de casos. 

2. ¿Cree que las políticas públicas punitivas mejoran la seguridad de las 

mujeres? 

A. Sí, las políticas punitivas fortalecen la protección y seguridad de las mujeres. 

B. No, las políticas punitivas no han mejorado la seguridad de las mujeres. 
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3. ¿Percibe que la implementación de leyes más severas ha sido efectiva frente 

a la violencia de género? 

A. Sí, las leyes más severas han demostrado efectividad frente a la violencia de 

género. 

B. No, las leyes más severas no han sido efectivas frente a la violencia de género. 

4. ¿Opina que las reformas en el sistema judicial han endurecido realmente los 

castigos? 

A. Sí, las reformas judiciales han fortalecido los castigos a los agresores. 

B. No, las reformas judiciales no han endurecido realmente los castigos. 

5. ¿Considera que las estrategias de comunicación estatal influyen en la 

percepción del feminicidio? 

A. Sí, las estrategias de comunicación estatal generan conciencia y 

sensibilización frente al feminicidio. 

B. No, las estrategias de comunicación estatal no influyen en la percepción del 

feminicidio. 

6. ¿Cree que las campañas gubernamentales sobre penas severas sensibilizan 

a la población? 

A. Sí, las campañas gubernamentales logran sensibilizar a la población sobre las 

penas severas. 

B. No, las campañas gubernamentales no sensibilizan a la población sobre las 

penas severas. 
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7. ¿Confía en la capacidad del sistema judicial para investigar casos de 

feminicidio? 

A. Sí, confío en la capacidad del sistema judicial para investigar adecuadamente 

los casos de feminicidio. 

B. No, no confío en la capacidad del sistema judicial para investigar 

adecuadamente los casos de feminicidio. 

8. ¿Cree que la respuesta del Estado frente al feminicidio ha sido oportuna y 

eficaz? 

A. Sí, la respuesta del Estado ha sido oportuna y eficaz frente al feminicidio. 

B. No, la respuesta del Estado no ha sido oportuna ni eficaz frente al feminicidio. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



90 

Apéndice 3 

Sistematización 
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Apéndice 4 

Ficha de valides de instrumento 
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